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I N T R o D u e e I o N 

Siempre es dificil llevar a cabo un estudio respec­

to a determinado tema y culminarlo, pero también es satisfac­

torio saber que con ello se obtiene la reali:ac16n de una me­

ta, que nos trazamos desde muy temprana edad. 

En el presente trabajo rccepcional se pretendió 11~ 

var a cabo un estudio de tórminos que en materia procesal pe­

nal suele confundirse, tales como sujeto pasivo, ofendido y -

victima, partiendo de la base que independientemente de que en 

ocasiones pueden conjugarse los términos en una sola persona, 

dichas nociones también pueden aplicarse a personas diferen-­

tcs, igualmente proponemos que el ofendido sea parte actuante 

dentro del Procedimiento Penal Mexicano, desde la averigua- -

ción previa hasta el cierre de la instrucción, a efecto de 

evitar que a sus espaldas el Ministerio Público lleve a cnbo 

transacciones atentorias contra los intereses del ofendido. 

Sin embargo, y no obstante que es el Ministerio Pú­

blico quien cuida los intereses del ofefldido, frecuentemente 

se presenta el representante social, a actos de corrupción en 

contra del mismo, sin que éste se percate de dicl1a maniobra, 

por lo que propongo un an~lisis profundo y detallado respecto 

a esta situación que se pres.enta a c.liario en la práctica juri 

dica mexicana. 



CAPITULO 

GENERALIDAD ES 

A).- CONCEPTO DE VICTIMA. 

B).- NOCION DE SUJETO PASIVO. 

C).- DEFINICJON DE OFENDIDO. 



G E N E R A L I D A D E S 

AJ, CONCEPTO DE VICTIMA. 

En primer término podemos definir como victima a t~ 

da persona en quien recae un daño o quien lo padece por culpa 

ajena o de manera fortuita. En otras palabras, podríamos con­

siderar como tal a quien se ofrece o se expone a un grave - -

riesgo en obsequio de otra. 

El objeto del presente trabajo consiste en analizar 

la naturale:a juridica de esta figura, que como se sabe, ado­

lece de una falta de esencia de derecho asignándole más bien 

un carácter espiritual. 

Por otro lado, los autores suelen equipararla al 

concepto de ofendido como podemos ver en la clasificación que 

al respecto plantea el Doctor Rodriguez Manzanera que dice: 

1.- \"IGTPIA TOTADIEXTE IXOCENTE. Es aquella 

que no tiene ninguna responsabilidad, ni intervención en el 

delito (por ejemplo el infanticidio)." 

"2.- VICTDL\ MENOS CULPABLE. Que el criminal ignore 

que su comportamiento o conducta es ilícita. Por ejemplo, una 

persona que acude a otro individuo pare que le sea practicado 



el aborto sin saber que es ttn delito tal actitud." 

"3.- VICTIMA TAN CULPABLE COMO EL CRIMINAL. Es la 

víctima voluntaria por ejemplo, aquella que reta a otra a un 

enfrentamiento armado." 

"4. - VICTIMA MAS CULPABLE QUE EL CRIMINAL. Aquí est!!_ 

mas en presencia de una vtctima provocadora. Por ejemplo, - -

quien agrede a otro y finalmente resulta muerto como respues­

ta a la agresión que cometió inicialmente." 

"5.- VICTIMA TOTALMENTE CULPABLE.- Podemos conside--

rar como ejemplo de este tipo de víctimas, aquella persona 

que continuamente provoca a toda persona que tiene contacto -

con él hasta que alguno de los que sufri6 provaciones, le co­

mete en su agravio algQn delito ••• '' (1) 

Por su parte, el doctor Rogelio Vázquez Slinchez, si 
guicndo otro procedimic11to, considera a las vtctimas subdivi­

didas de la manera siguiente: 

AJ. VICTIMAS DOLOSAS. 

B). VICTIMAS CULPOSAS 

(1). Rodríguez Manzanera Luis. Criminologia, Zda. Edición, 
Edit. Porrúa, México 1982, Página 507. 



C). VICTIMAS INOCE>TES. (ZJ 

Por lo que respecta al inciso primero, se encuentra 

la hip6tcsts en la ct1al la víctima coopera voluntariamente y 

de manera consciente en el delito, como en el caso de lesio--

ncs consentidas como pudiera ser el masoquismo. 

En el caso del segundo grupo, en éste se ubican d~ 

litas imprudenciales con motivo del tránsito de vehículos, en 

que se observan que ocurren principalmente por la impruden- ~ 

cía. 

En cuanto a las víctimas inocentes, son aquellas 

que sufrieron la agresión o el agravio sin haber hecho algo -

para evitarlo o en su caso, hacerse acreedoras al daño. 

Atendiendo al concepto gramatical, de víctimas dir~ 

mas, que para el diccionario de la lengua espafiola de la Real 

Academia "Es la persona o animal sacrificado o destinado 

al sacrificio, que padece un dano por culpa o causa fortui--

ta 11
• 

(Z), 

(3). 

(3) 

V~zquez Sánchez Rogelio. El Ofendido y la Reparación del 
Dano. Editorial Porr6a, MExico 1976. P5gina 12. 
Diccionario de la Lengua Espaftola. Real Academia Espnfto­
la, -la. Edición. España 19-:-0, Página 1228. 
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En tant.o, e.1 Diccionario Evercst. Cúspide, sei\al: 

"Como víctima se conoce aquella persona que se ex.pone a -

un grave riesgo a caus.a de otra". (4) 

En ambas acepciones, observamos como elemento prin­

cipal la posibilidad de quien sufre el daño, sin hacer algo -

por impedir ta agresión en su contra, no pudiendo hacer nada 

para evitarlo, porque generalmente los delitos ocurren de ma­

nera intempestiva, al menos para quien recibe el dafio, tal y 

como sucede con el individuo conocido comltnmente como victi--

ma. 

Por otra parte, el Diccionario Enciclopédico Itispa-

no Mexicano, define a la victima: "Como 1 a persona o ani-

mal destinado al sacrificio''. (S) 

En esta noción encontramos et hecho de que la vict! 

ma ignore que va a sufrir en su persona, bienes o en su fami-

lia un dano. Pero el victimario que es conocido desde tiempos 

inmemoriablcs como el sirviente de los antiguos sacerdotes 

gentiles que encendía el fuego y atacaba a las víctimas sujc­

t~ndolas en el acto Uel sacrificio, si sabe quien va a padc--

cer los efectos de ln conducta antisocial, con_ lo cual se in-

(4). 

(5). 

Diccionario Everest, 6a. Ed. Edit. Everest, Espana 1980. 
Página 1780. 
Diccionario Enciclopédico Hispano Mexicano, lOa. Edición. 
Editorial Plaza Janes 1980. Edición D~cirna. Página 1633. 



tegra lo que en derecho se consi.dera como premeditación. 

~;o obstante lo anterior, según dijimos con antela-­

ción. tanto el Código Penal como el Código de Procedimientos 

Penales, .'.imbr.>s en vigor para el Distrito Federal, excepciona~ 

mente habl:in t'n los preceptos jurídicos que contienen del con 

ccpto de \'Íctima, hocicndo alusión únicamente al ofendido ca-

mo aquel que resiente los efectos del quehacer del presunto -

responsable del delito. 

Sin embargo, la doctrina jurídica en materia penal, 

si se ocupa de la vlctima, motivo por et cual nos permitimos 

ofre_ccr algunas nociones de diferentes tratadistas, y asi te-

nemas que. para Guillermo Sánchez la Victima es: "Aquel 

que por razones sentimentales o de dependencia económica con 

el ofendido, resulta afectado con la ejecución de un hecho 

i 1 íci to" (6), Esta aseveración nos sirve de base para sos-

tener que el concepto de víctima es más bien de contenido es­

piritual, en virtud de que el ~itado autor, habla de razones 

sentimentales y éstas no tienen que ver con otras cuestiones 

que no sean el afecto, amor, respeto, admiración, etcétera, 

to que trae consigo que si una persona que nos inspira los 

aludidos sentimientos, sufre ataque en sl misma, familia o 

bienes, ta~ hecho nos afectarla moralmente y nos sentirlnmos 

(6). Col in Sánche:o:. Guillermo. Derecho Mexicano de Proccdimien 
tos Penales. Ed. Cuarta. Editoria~ Porríia, ~léxico 1977.­
Pá~ina 19~. 
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en co11secuencia, ofendidos de dich3 situación con independen­

cia afin de que el agredido tvictima) sepa o no de los senti-­

mientos que su persona nos inspira. 

De igual forma, otros estudiosos del derecho, 11an -

seguido las siguientes acepciones de víctimas y entre ellos 

tenemos a Vong llcrting, quien dice que la víctima es "La 

persona lesionada objetivamente c11 un bien juridicamente pro­

tegido y que siente subjetivamente dicha lesión con disgusto 

o doto" (7). El citado autor incorpora al concepto de víctj_ 

ma el elemento fundamental de un bien jurídicamente protegi-­

do, y, considera que como victima puede concebirse a quien T!:. 

siste el daño en su persona resultando en consecuencia los a~ 

pectas objetivos y subjetivos del concepto. 

Por su parte, Luis Jiménez de Asua sostiene que - -

11Victima es la persona que sucumbe o sufre las consccuen-

cias de un acto, de un hecho o de un accidente". (8) 

Ambos tratadistas ofrecen de esta forma un concepto 

similar, ya que según éstos el que recibe una agresi6n es VÍE 

tima de ta misma e igualmente puede sufrir los efectos de un 

hecho ilícito. 

(7). Citado por Roge1io Vázqucz. Op. Cit. Página 9. 
(8). Ibidcm. Página 14. 



De todo lo anterior, y con estos elementos citados 

por tales tratadistas, nos encontramos en aptitud de propor-­

cionar un concepto de vlctima, considerando que es aquel indi 

viduo que resiste directa o indirectamente los efectos de un 

delito. 

Ahora bien, Luis Rodrigue: Manzanera afirma que - -

11 Extra~amente la victima ha sido cspor~dicamente estudia­

da, en virtud de que al parecer existe una gran preocupación 

por el criminal y un gran olvido por la víctima y esto se ob­

serva por los grandes criminales que han existido a través de 

la historia; en tanto las victimas han quedado en el olvi-

do" (9). Este fen6mcno, puede tener varias cxpl icacioncs, 

entre ellas, porque nos identificamos más con el criminal que 

con la victima, toda vez que admiramos al criminal porque se 

atreve a hacer algo que nosotros no haríamos. 

Con el devenir del tiempo a partir del segundo pe-­

riodo del presente siglo, se llevaron a efecto una serie de -

estudios tendientes a esclarecer el grado de participación Ue 

la victima en los delitos, y nos encontramos con la situación 

de que en una gran cantidad de hechos ·del ictuosos fueron pro-

vocados por las supuestas victimas 11Por lo que no sol amen 

(9). Rodriguez Manzanera Luis. Op. Cit. P§gina 508. 



s 

te debemos hacer pre,·ención Je c;1rii...:tcr- ~riminal, sino tam .. 

bién prevención victimal". (10) 

Así pue.:s, la cien..:ía que estudia :• las víctimas .:-s 

la victimologia, lu cual se nutrC' a la ve:, t.lc Jisciplina> i,!!!. 

portantes como la Biolog[n, la Psicología)" ~a So~iolocia. 

que es 

Respecto a la Biología \'ictiiiiológica, pl)dcmos decir 

"La ciencia que se ocupa. del estudio psico!'om<lticO 

del ser humano, de sus caracteres ant1·opom~tricos, f:1ctores -

hereditarios, cndocrino16gico entre otros, que aplicados a la 

victima son aquellos que la predisponen a ser sujeto pasivo -

de un delito•. (ll) 

De toda la explicación anterior, podríamos decir 

que existen individuos que por malformaciones fisicas o por -

enfermedades se predisponen para considerarse como víctimas -

de determinado delito, o en su defecto permiten que la socie­

dad los seftale por sus defectos físicos o por enfermedades C.2, 

mo sujetos que pueden ser victimas de un delito, es decir, 

quienes resienten directa o indirectamente los efectos de un 

delito. 

(10). Op. Cit. Página 509. 
(11). Op. Cit. Página 508. 



B). NOCION DE SUJETO PASIVO. 

En toda acción delictiva se presenta una acci6n u -

omisión como elementos positivos o negativos, según sea el e~ 

so, pero generadora de un resultado o mutación en el mundo ex 

terior. Hay entonces en toda acción delictiva una dualidad de 

sujetos, pasivo y activo. El sujeto activo es precisamente 

quien actt1~1li:a o ejecuta el acto delictivo, en tanto, el su-

jeto pasivo es quien recibe la acción del agente o sujato ac­

tivo. 

Sobre el particular tenernos que el Diccionario de -

la Lengua Española, establece que ''Sujeto pasivo es quien 

recibe la acción del agente, sin cooperar con dicha persona, 

dejA.ndola obrar sin hacer por si alguna cosa". (12) 

Al respecto Fernando Castellanos Tena, nos dice que 

''El sujeto pasivo es el titular del derecho violado y ju-

ridicamente protegido por la norma''. (13). De lo rnanifcsta· 

do por este autor, debemos concebir como sujeto pasivo. quien 

ejerciendo su derecho puede hacer valer ante las autoridades 

competentes sus garantías que como individuo le corresponden, 

( l~). 
(13). 

Op. Cit. Página 1228. 
Castellanos Tena Fernando. Lineamientos Elementales de 
Derecho Penal. ZSa. Edic. Edit. Porrúa, México 1988, 
Pág. 151. 
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mismas que son tuteladas por el Estado, pero que como titular 

sufre una afectación o violación. Sujeto Pasivo es el indivi­

duo quien recibe en su persona la acción delictiva del sujeto 

activo, por lo que es factible determinar que para el d~recho 

penal el pasivo desde el punto de vista personal y por ende -

sujeto de la protección legal es por ende sujeto de la protef 

ción legal, es quien reciente el efecto del quehacer del suj~ 

to activo, violándole éste a aqu&l uno uno de sus derechos; -

reconocidos previamente por el Estado. 

Por su parte Guillermo Colín Sánchcz; sostiene 

11Que en la ejecución de los delitos, generalmente concu-­

rren dos sujetos, uno activo que es quien lleva a cabo la co~ 

ducta o hecho y otro sujeto pasivo inmediato, sobre el cual -

recae la acci6n. Excepcionalmente, explica ,el autor que en ª! 

gunos casos como en los delitos de troici6n, portación de ar­

mas prqhibidas y otros más, la conducta antijurídica no afec­

ta propiamente a una persona fisica sino mAs bien a un orden 

jurídicamente indispensable para el desenvolvimiento ordenado 

y pacifico de los intereses de la sociedad 11
• (14) 

Oc lo anterior, podemos deducir que el hombre como 

persona fisica, es el 6nico que puede ser sujeto activo;. la -

(14). Ob. Cit. Página 51. 
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familia, el Estado }' las personas morales, exclusivamente pu~ 

den ser sujetos pasivos, toda re: ...¡~e nunca podrán ser enjui­

ciados; por falta de corporeidad. En efecto, las infracciones 

penales generan un da11o que directamente lo resiente la pers~ 

na fisica o moral en su patrimonio o en su integridad, en - -

otros aspc-ctos, en forma indirecta pero innegable. La socic-­

da.d también sufre el impacto de las conductas delictivas, de 

tal manera que toda \'iolación a la norma penal trae como co!! 

secuencia implicita una sanción de tipo civil prcferentcmcn-­

tc. 

En sintesis, la conducta es el elemento positivo 

del delito que influrc definitivamente en el sujeto activo y 

que va a producir consecuencias jurídicas. La conducta es el 

comportamiento humano, voluntario ya sea positivo o negativo 

encaminado a un propósito· de lo que podriamos decir, que el -

comportamiento del sujeto es con la finalidad de causar un d~ 

ño en la esfera jurídica del sujeto pasivo~ 

C). DEFINICION DE OFENDIDO. 

Gramaticalmente ofendido significa:_ "Quien ha 

recibido una ofensa, entendi~ndose por tal el acto y efecto 

de ofender, es decir, hacer dano a otro fisicamente hirióndo-

10. Definición <le acuerdo con el Diccionario de la Lengua Es-
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panela". (15) 

Respecto a este apartado, diremos que en los Códi-­

gos de Procedimientos Penales, no hacen alusión alguna al te­

ma concreto del ofendido, es decir, no aportan dcfiI1ición en 

cuanto a aste, pero de acuerdo a lo explicado en el transcur­

so del presente trabajo rccepcional diremos que; en principio 

consideramos que los términos sujeto pasivo, ofendido y vict! 

ma, son tomados como sinónimos y mis a6n complement:1rios, el 

término que se utiliza en el Código de Procedimientos Penales 

vigente para el Distrito Federal, es el de ofendido, mencio-­

nando de manera excepcional la denominación de sujeto pasivo 

y muy dificilmente se utili:a la designación de victima en el 

ya mencionado Código Procesal. 

No obstante, a la lu: de las reflexiones llcv~J:t$ 3 

cabo en el capítulo primero del presente trabajo rccepcional, 

resulta innegable que se trata de nociones distintas con su -

connotación propia, por lo que podemos afirmar que actualme~ 

te sólo es posible dar igual trato a los términos ofendido y 

sujeto pasivo, razón por la cual nos atrevemos a proponer que 

el Código de Procedimientos Penales en vigor para el Distrito 

Federal si haga menció11 fundamentalmente de la victima, o sea 

(15). Op. Cit. Página 936. 
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el sujeto pasivo u ofendido, cuando se habla de quien resulte 

afectado por una acción delictiva. 

Por lo anterior, podemos decir que en nuestro con-­

cepto personal, ofendido es 13 persona 4ue ¡1adecc un dafto di­

rectamente pur culpa ajena o en forma fortuita o por fuer:a -

mayor, o qUl.' se expone o se ofrece a. un grave ric!>go inminen­

te en obsequio de otro, sin que pueda evitarlo por ninguno de 

los medios posibles y que resulte lesionado e11 su patrimonio 

o bien una lesión de carlcter moral o subjetiva en su persona 

o en su familia. 
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EL OFENDIDO Y SU SITUACION EN EL DERECHO 

PROCESAL PENAL MEXICANO 

A). EN LA CONSTITUCION. 

Antes de referirnos a los aspectos constitutivos 

del tema a tr¡ltar, consideramos conveniente introducir los ª! 

tcccdcntcs que a continuación se expresan: 

En Grecia, el Arconte era el magistrado que en re-­

presentación del ofendido y su familia, intervenía en la res~ 

lución de conflictos representando al ofendido y su familia -

cuando éste no lo hacia. 

En tanto en Italia, fueron los Júdices Qucstiones -

de las doce tablas quienes reali:aban una actividad semejante 

a la del ministerio pfiblico actual, toda vez que tales funci~ 

narios tenian facultades para comprobar los hechos dclictuo--

sos. 

Por su parte en Francia, fue muy famoso el llamado 

abogado del rey, empleado que se encargaba de resolver y ate~ 

der los negocios de la corona. At111que con posterioridad ya ill 

tervenia en asuntos de tipo penal. 

Sin embargo, en Espaila desde la época del Fuero ~ • 
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Ju=go, ya ltabia una legislatura especial con facultades para 

actuar ante los tribunales cuando no hubiera un interesado p~ 

ra acusar al delincuente. Dicho magistrado generalmente actu~ 

ba como mandatario en representación del monarca. 

En nuestro pais tcn~mos que, en la Epoca prccolo- -

nial el Tlatoani, en representación d~ la divinidad tenia la 

facultad de acusar y perseguir a los delincuentes. 

Ya en la época colonial, el fiscal tuvo como fun~ -

ción fundamental promover la justicia y perseguir a los deliE 

cuentes. 

Sabido es que, nuestra Constitución Politica es la 

Ley suprema que establece las bases de tod~ la estructura po-

1 itica y social, a las cuales habrAn de ajustarse la~ dispns! 

cienes legales e instituciones jurídicas que de ella emanen o 

las que nazcan de acuerdo al devenir histórico del Estado, 

sin embargo, aún cuando lo anterior es indiscutible, no se e~ 

plica porque determinadas situaciones legales no se hayan re­

glamentado en ella, tal es el caso del ofendido que es un su­

jeto que no encuentra a<lecuada ubicaci6n en nuestra Carta Ma& 

na, aOn y cuando el sistema procesal penal mexicano se ha 

fundado siempre en una Constitución desde la primera que se -

elaboró en nuestro país hasta la actual de 1917. 
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No obstante lo anterior, la Constitución de Cidiz, 

dispuso en su articulo 299 "Que sólo se haría embargo de 

bienes cuando se procediera por delitos que llevaran consigo 

responsabilidad pecuniaria y en proporción a la cantidad que 

ésta pudiera extenderse''. Más afin con posterioridad, el ar-

tículo 305 de la misma constitución estableció "que ni ng_!:!. 

11n pena que se impusiera por el delito qt1e fuera, habria de -

ser trascendental para la familia del 4ue la sufria, sino que 

tendria efecto para el que la merecía" .. 

Por su parte, el acta constitutiva de 1824 en suª! 

tlculo 30 senalaba que ''La nación estaba obligada a prot~ 

ger por leyes sabias y justas los derechos del hombre y del -

ciudadano". 

Así mismo, la Constitución de 1836, en su articulo 

45 estatuyó que: "Ningún preso podria sufrir embargo alg!!_ 

no en su bienes, sino cuando fuera a prisión por delitos pecu 

niarios y entonces se verificaría lo necesario para cubrir- -

las". En tanto, el articulo 51 del mismo ordenamiento, di~ 

puso que ''La pena y el delito eran estrictamente persona­

les y que nunca trascendieran a su famili~'. 

En el mismo sentido, la Constitución de 1843 prohi­

bió la confiscación de bienes y determinó en su articulo 179 
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que . 11 Cuando la prisión fuera µor delitos pecuniarios se -

embargarían bienes suficientes para cubrir la responsabilidad 

pecuniaria". 

La Constitución de 1857 por su parte, contempló en 

su artículo ~1 que, "La aplicación de las penas era c:<.Cl.!:!, 

siva de la autoridad judicial y que la autoridad politica o -

administrativa sólo podría imponer como corrección multa has­

ta por quinientos pesos, o hasta un mes de reclusión .•. ". Ad.<:, 

más en su artículo 22 prohibió las penas de mutilación, de i,!! 

famia, la marca, los azotes, los palos, los tormentos, la mu! 

ta excesiva, la confiscación de bienes y cualquier pena inus! 

tada o trascendental. 

Más adelante, en su articulo 101. dispuso que los 

tribunales de la Federación, resolverían toda controversia 

que se suscitara por leyes o actos de cualquier autoridad que 

violaran las garantias individuales. 

Las reformas efectuadas a la Constituci6n de 1857 -

en el año de 1900, señalaban en su articulo 96 que la ley es­

tablecerla y organizaría a los tribunales de circuito. los -

juzgados de distrito y el ministerio público de la federa­

ción. Estas reformas también indicaban que los funcionarios -

del Ministerio Público y el Procurador General de la Repúbli-
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ca que ha de precederlo serán nombrados por el Ejecutb·o Fedc 

ral. 

Es importante para los efectos del presente trabajo 

reccpcional, ahondar sobre las reformas de 1900 y que en cier 

tas cuestiones tienen semejan:as con los lineamientos actua--

1 es: éstos son: 

1.- Quedan prohibidas las penas de mutilación y de 

infamia, las marcas, los azotes, los palos, el tormento de 

cualquier especie, la multa excesiva, la confiscación de bie­

nes y cualquier otras penas int1sitadas y trascendentales. 

2.- No se considera como confiscación de.bienes la 

aplicación parcial o total de los bienes 4e una persona hecho 

por una autoridad judicial, para el pago de la responsabili-­

dad civil resultante de la comisión de un delito, o para el -

pago de impuestos o multa. 

3.- Queda también prohibida la pena de muerte por -

delitos politicos, y en cuanto a los dem5s, sólo podría impo­

nerse ai traidor en guerra extranjera, al pa~ricida, al homi­

cida con alevosía, premeditación o ventaja, al incendiario, -

al plagiario, al asaltador de caminos, al pirata, al .violador· 

r a los reos por delitos graves de orden militar. 
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4.- La imposición de pt.•11as es única y exclusiva de 

la autoridad judicial, por lo que la persecusi6n de los deli­

tos, corresponde al Ministerio Público, quien dispone de la -

policía judicial. 

5.- La ley organi=ará al Ministerio Püblico de la -

Federación, cuyos funcionarios serln removidos por el Ejecut! 

\'O, debiendo estar presididos por un procurador, el cual deb~ 

ri tener las mismas cualidades que un magistrado de la Supre­

ma Corte de Justicia de la Nación. 

6.- Estará a cargo del Ministerio POblico de la Fe­

deración, la pcrsecusi6n ante los Tribunales de todas las ór­

denes de aprehensión contra los reos; buscar y presentar las 

pruebas que acrediten su presunta responsabilidad; hacer que 

los juicios se sigan con regularidad, para que la administr~­

ci6n de justicia sea pronta y expedita; pedir la aplicación -

de las penas e intervenir en todos los negocios que la misma 

ley determine. 

7.- El Procurador General de la República, intcrveE 

drá en todos los asuntos en que ta Federaéi6n fuere parte; en 

los casos de los ministros, diplomáticos y cónsules generales 

y en aquellos que se suscitnren entre dos o más Estados de la 

Naci6n; entre un Estado y la Federación; o entre los poderes 
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de un mismo Estado. En los demás casos en que deba intervenir 

el Ministerio P6blico, el Procurador General podr4 hacerlo 

por si o por medio de alguno de sus agentes. 

s.- El Procurador General de la República scrú el -

c~nsejcro del gobierno, tanto él como sus agentes se someta-­

r~n a las disposiciones de la ley, siendo responsable def toda 

falta u omisión en que incurrieren con motivo de sus funcio-­

nes. 

Ahora bien, para llevar a cabo un somero estudio s~ 

bre el Ministerio Póblico, partiremos de la definición del 

tratadista Guillermo Colín Sánche:, que lo considera como 

''Una institución dependiente del Estado (mis bien del Ej~ 

cutivo) que actúa en representación del interés social en el 

ejercicio de la acción penal, en todos aquellos que le asig--

nan las leyes". (16) 

De esta forma, conforme a su esencia juridica, es -

factible consider~r el Ministerio Pablico de diversas formas, 

mismas que a continuación detallo de la manera siguiente: 

1.- COMO REPRESENTA~TE DE LA SOCIEDAD.- El Estado, 

(16). Colín Sánche: Guillermo. Op. Cit. Página 193. 
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al instituir a la autoridad le otorga el derecho de ejercer 

la tutela jurídica, a eíecto de que sea posible perseguir ju­

dicialmente a quien atente contra la seguridad y el norm¡1l 

desenvolvimiento de la sociedad. 

2.- COMO ORGANO ADMINISTRATIVO.- Los actos que rea-

li:a el Ministerio Público, son eminentemente administrati· 

vos, toda vez que tales actos son revocables en el sentido 

que pueden modificarse o en su caso, ser sustituidos. 

Por su parte José Guarneri, se mnni fiesta por cons,! 

derar al Ministerio Pfiblico como un órgano administrativo y -

nos dice que: "La propia naturaleza administrativa de la 

actuación del Ministerio Püblico, reside en la discresionali­

dad de sus actos, ya que tiene facultades para determinar si 

d~be o no proceder en contra de una persona como presunto r~~ 

pensable, situación en la que no podria intervenir oficiosa-­

mente el órgano jurisdiccional para avocarse al proceso 11 • (17) 

En cambio para Jorge Gardui\o Garmendia 1 ·el Ministe-

rio Público "No es más que un órgano administrativo, ya -

que simplemente es un representante social en el ejercicio de 

de la función persecutoria, asi como también porque los actos 

(17). Guarneri José. Las partes en el Proceso Penal. la. Edi­
ci6n. Edit. José M. Cajica. México 1952. Página 39. 
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que realiza son de naturale:a administrativa, en cua11to que -

sólo es un colaborador de los órganos jurisdiccionales". (18) 

3.- COMO ORGASO JUDICIAL.- En relación a este pun--

to, diversos autores consideran al ~linisterio P6blico como 

tal, salvo el autor Jorge Garduno Garmendia, qttien manifiesta 

un total desacuerdo en que 5e considere ~l reprcsenta11tc so-­

cial como órgano judicial afirmando que en fste habria un re­

trriceso en la formación histórica del derecho, ya que la idea 

de separar en forma especifica la función jurisdiccional de -

la correspondiente al Ministerio Público fue un avance en el 

establecimiento del sistema jurídico actual, que además en 

forma suficientemente clara el articulo 21 constitucional se-

ftala que es a los órganos jurisdiccionales a quienes se les -

ha otorgado la facultad de aplicar el derecho y al Ministerio 

Público concretamente como autoridad pública la de perseguir 

los delitos. 

4. - COMO COLABORADOR DE LA FUNC!O); JURISDICCIONAL. 

A este respecto, el maestro Guillermo Colin Sánchez, nos dice 

que 11 Para el fiel cumplimiento de sus fines, el Estado C!!. 

comienda deberes especificas a sus diversos .órganos, para que 

la colaboraci6n plena y coordinadn mantengan el orden y la 1~ 

LlS). Garduno Garmcndia Jorge. El Ministerio PQblico en la In 
vestigación de Delitos. Primer~ Edic. México 1991, PágI 
na 9. 
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galidad, razón por la cual el ~t111isterio P6blico (órgano Je 

la acusación), lo mismo al perseguir el delito que al hacer 

cesar toda acción jurídica en contra de los particulares, de~ 

tro de esos postulados el representante social es un auxiliar 

de la función jurisdiccional para lograr que los jueces hagan 

actuar la ley". (19) 

Por tanto, debemos ubicnr al Mi11isterio P6blico, en 

virtud de que las actividades que efectúa dentro de la secue­

la procedimental, se encaminan hacia un fin a largo plazo, 

que es la aplicación de la ley al caso concreto~ 

Ahora bien, por lo que respecta a la Constitución -

Política de los Estados Unidos Mexicanos promulgada en el an.o 

de 1917 en lo referente en su artículo 21 dispone, 11 La i!!!. 

posición de las penas es propia y exclusiva de la autoridad -

judicial, la persecución de los delitos incumbe al Ministerio 

Público y a la policía judicial, la cual cstarA bajo la auto­

ridad y mando inmediato de aquél. 

Compete a la uutoridad administrativa la aplicaci6n 

de las sanciones por las infracciones a los reglamentos guber 

nativos y de policía, las que únicamente consistirán en multa 

(19). Colín Sánchez Guillermo. Op. Cit. Página 91. 
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o arresto hasta por treinta y seis horas. Por lo que si el i~ 

fractor no pagase la multa que se le hubiere impuesto, se 

permutará ésta por el arresto correspondiente, que no excede­

rá en ningún caso de treinta y seis horas. Si el infractor 

fuese jornalero, obrero, o trabajador no podrá ser sancionado 

con multa mayor al importe de su jornal o salario de un día .. 

Trat~ndose de trabajadores no asalariados, la multa no exced~ 

rá de 1 e qui va lente a un d ia de su ingreso11
• 

De ésta guiza el artículo inscrito delimita perfec­

tamente las funciones judiciales frente a las administrati- -

vas, dejando en manos de la última la facultad exclusiva del 

ejercicio de la acción, en casos de falta de policía y buen -

gobierno, en cambio, destina la Policía Judicial a la autori­

dad y mando inmediato del Ministerio Público. Este principio 

llamado según Ignacio Vallarta de la intransmutabilidad de 

las esencias procesales "Obedece al principio de la divi-

sión de poderes. El Juez no puede, como anteriormente se sen~ 

laba empezar de oficio el procedimiento penal pues la titula­

ridad del Ministerio PQblico en el ejercicio de la acción pu­

nitiva qued6 elevada a la catcgoria Constitucional con el ar-

tículo que se comenta". (20) 

(20). Vallarta Ignacio. Citado por Teófilo Olea y Leyva. El -
Resarcimiento del Dafio a las Víctimas del Delito. Edic. 
Sa. Edit. Ju~. Méx. 1945. Página 103. 
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Así tenernos que, con la promulgación de la Constit~ 

ción de 1917, las funciones del Juez y del Ministerio PGblico 

se conjugan y la función inquisitoria: es asignada al Jue:, -

encomendAndole en forma exclusiva el ejercicio de la acción 

pública y al representante social como autoridad administrat! 

va en sus funciones. 

En otro orden de ideas en cuanto al proceso penal, 

la función del Ministerio Público se divide en dos formas de 

actuación a saber: 

la.- De autoridad es la fase persecutoria del deli· 

to en que actúa para determinar si se cumplen los requisitos 

senalados por el articulo 16 Constitucional, para estar en a~ 

titud de consignar los hechos presuntamente delictuosos ante 

la autoridad judicial competente; y 

Za. Acusatoria, cuando una vez hecha la consigna- -

ci6n e iniciando el proceso actúa del órgano jurisdiccional -

como parte acusadora, representando a la victima u ofendido. 

Es necesario aclarar que, el derecho del ofendido 

a la reparación del dafto, sólo puede ejercitarlo a través del 

Ministerio Público, pues como ofendido no tiene legitimada 

su personalidad como parte en el proceso penal, ésta es la r~ 
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z6n por la que consideramos que el ofendido se encuentra in-­

justamente relegado por el legislador mexicano. Sin embargo, 

consideramos que el ofendido tiene el derecho de apelar con-­

tra una sentencia exclusivamente por lo que se refiere a la -

rcp3ración del da~o 1 mas no por lo que respecta al delito y -

su responsabilidad, en tanto que si el Ministerio Público no 

apela, el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federalt 

no está facultado para emitir resolución alguna en relación -

con la reparación del dano. 

En este sentido, podemos sostener entonces que el -

ofendido depende del ejercicio de la actividad procesal del -

Ministerio Público, toda vez que él mismo, no puede ser cons! 

derado titular independiente del derecho a la reparación del 

dano, pues su titular es el representante social quien lo ex! 

ge en nombre de la sociedad. 

Con base en lo anterior, resulta absurdo el procedi 

miento legal para hacerla efectiva, ya que cuando el sujeto -

activo (presunto responsable) se sustrae a la acción de la jus'tl:_ 

cia, se paraliza Ipsofac~o el procedimiento, por lo que no 

puede dictarse sentencia alguna, lo que trae como consecuen-­

cia la imposibilidad a la reparación del daño. 

De igual manera, la situación del ofendido se agra-
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va cuando el Ministerio PQblico, por diversas razones, decide 

no ejercitar la' acción penal y el ofendido no puede reclamar 

la acci6n de reparación del daño correspondiente, en forma i~ 

dependiente, es decir, se requiere que el Ministerio PQblico, 

intervenga como representante social: y quizds, en último t~L 

mino, ejercitando el ofendido el jlticio de garantías, o bien, 

demandar en la via civil correspondiente. 

De ahí que el ofendido no forme parte del proceso -

penal y sus derechos reconocidos en la Iegislaci6n limitados 

tal y corno lo explicamos con anterioridad, el ofendido en Mé­

xico queda excluido del proceso y supeditado a la actividad y 

decisión del Ministerio Público. 

pone que, 

En este orden de ideas, Rogelio ~ázquez Sánchez pr~ 

''Dadas la~ condiciones en las cuales se encuen-

tra la situación del ofendido conforme a la Constitución Pal! 

tica de los Estados Unidos Mexicanos es menester se instaure 

un sistema de control externo del Ministerio Público que pu- -

diera estar encomendado a una·seric de individuos con autono-

mía designados por el ejecutivo 11
• (21) 

Estas inquiett1des serán analizadas con posteriori--

(21). Vá:quez Sánchez Rogclio. El Ofendido en el Delito y la 
Reparación del Dafto. la. Edición. M6xico 1981, Página -
41. 
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dad, cuando desglocemos el capitulo referente al ofendido y -

el procedimiento penal mexicano. 

B). EN EL CODIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL. 

El C6digo Penal vigente para el Distrito Federal, -

promulgado en el año de 1931, considera que la reparación del 

daño proveniente de un delito, tiene caracteristicas de pena 

pública, misma que debe ser hecha por el delincuente y será 

exigible a través del Ministerio Público, con el que podrán -

coadyuvar el ofendido, sus dercchohabientcs o sus representa~ 

tes, en los términos que prevenga el Código de Procedimientos 

Penales. 

La aspiración del legislador en esta materia, según 

vemos, es la de ofrecer una efica: protección de los interc-­

ses del ofendido, aunque en la práctica se encuentra en la di 
ficultad de tener que salvar una serie de trámites jurídicos, 

administrativos, que hacen dificil lograr la reparación del -

dano. 

De tal manera que, la responsabilid~d civil aunque 

permanece ligada al delito y a la declaratoria de responsabi­

lidad en el procedimiento penal hasta que se declare existen­

te, se puede reclamar la reparación del da~o; no obstante, el 
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ofendido puede reclamar la reparación del dafto en la vía ci-­

vil correspondiente, no existe en ningón ordennmi~nto l~gal -

alguna disposición que contenga los elementos para que el ju~ 

gador pueda fijar el importe del dano moral caus3do al ofcnd! 

do, por lo que se dificulta a éste cobrar dicha repar:1ci611. 

Sobre el particular, Vázqt1e~ S5nche~, expresa: 

• ''Que es muy camón que sea violado el último p5rrafo del 

artículo 35 del Código Penal vigente para el Distrito Fedc- -

ral, cuando establece que los depósitos que garanti=an la li­

bertad cauciona! de un procesado, deberdn aplicarse al pago -

de la sanción pecuniaria en caso de que el inculpado se sus--

traiga a la acción de la justicia". (22) 

Más aún, el autor refiere lo siguiente "Vemos -

en nuestra realidad que muy por el contrario r contravinic11<lo 

tal mandato de la ley en forma expresa, por sistema las gara~ 

tías que en tales supuestos se llegan a hacer efectivos, son 

aplicables en favor de los jueces que revocan dichas liberta­

des, con la que a pesar de la inmoralidad e ilicitud de tal -

situación, implica forzosamente también en la frecuente revo­

cación de libertades por motivos mínimos o de plano sin ellos, 

(ZZ). Vlzquez Sánchez Rogelio, Op. Cit. Plgina 56. 
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sólo par3 acrecentar indebidamente el patrimonio del funcion~ 

rio judicial que las decreta''. (23) 

Por otra parte, en relación al sujeto activo denom! 

nado presunto responsable, a efecto de aplicar la pena respe~ 

tiva, se siguen los criterios que a continuación se indican: 

1.- LA MAYOR O MEJOR CULPABILIDAD DEL AGENTE. 

z .• LA MAYOR O MENOR PERVERSIDAD, 

3.- LA MAYOR O MENOR PELIGROSIDAD; Y 

4.- LA COMBINACION DE LOS ANTERIORES.CRITERIOS. 

Estos criterios fueron fijados fundamentalmente, r~ 

conociéndose entre otros factores que el hombre se encuentra 

definitivamente influenciado por elementos como la herencia, 

las deformaciones fisicas, etc., que impulsaron al sujeto a -

cometer delitos. Es de considerar, que la sociedad tiene los 

criminales que merece entendiéndose por ello que el grupo s~ 

cial genera sus deíiciencias que propiciarinn a corto pla:o -

diversos tipos de delincuentes. En una sociedad, por ejemplo, 

donde se presentan desequilibrios ~conómicos, tendrá como co~ 

secuen~ia un alto indice de delitos patrimon~ales y en otros 

donde los valores Morales son endebles, ocurrirAn de manera -

(23), Idem. 
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frecuente delitos de indole sexual. 

Más afin, el ambiente familiar puede fijar los g6ne­

ros crimino16gicos en el individuo; por ejemplo, si en el mi~ 

mo existen problemas conyugales o faltan patrones de conductn 

firmes, con posterioridad el medio educativo y la ocupación 

laboral influirAn como elementos constitutivos de funcio11es -

criminógenas. La situación económica precaria, es un factor -

externo que mayor frecuencia ejerce en la gestación del cri-­

rnen, no obstante es importante citar que frente a las causas 

hay factores que impulsan al individuo a cometer delitos, ya 

que el hombre tiene frenos como la moral y la religi6n, que -

evidentemente influyen en la disminuci6n del Indice delicti-­

vo. 

Por otra parte, la individualizaci6n de la p~na, 

sólo puede considerarse justa, cuando se toman en cuenta to-­

dos los factores objetivos y subjetivos, los cuales permiti-­

rán al Juez seftalar la pena más adecuada conforme a los ele-­

mentes con los que contó en la instrucción. Es indiscutible -

que destaca como aspecto fundamental la preparaci6n académica 

del juez; para fijar la pena toda vez que esa misma prepara-­

ción le ofrecerá tener un panorama m4s adecuado del asunto, -

lo que permitirá que la resolución por él emitida, sea mAs 

apegada a la equidad, a la justicia y al derecho, que debe 
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ser la máxima aspiración de todo aquél que acepte la gran re~ 

ponsabilidad que significa juzgar a individuos que por cir- -

cunstancias adversas cometen delitos. 

La función de la interpretación y aplicación de la 

ley penal debe ser libre en cuanto a la individualización de 

la pena tomando en cuenta los aspectos sociológicos y jurídi­

cos a fin de encuadrar con más precisión el hecho punible y -

scnalar adecuadamente la pena.al pronunciar la sentencia ca-­

respondiente. 

De este modo, los delitos son entes jurídicos que -

derivan de un juicio humano, entendidos éstos, como fijados -

por las normas jur1dicas, las cuales deben crearse tomando en 

consideración elementos sociales para que el derecho sea apl! 

cable a situaciones reales, pues la funci6n de la ley debe 

ser la de regular determinadas situaciones que suceden en el 

mundo exterior. 

Es indudable que, a trav6s del tiempo han existido 

formas anormales de comportamiento que se elevan a la catego­

ria de delitos en cuanto a que atentan contra la sociedad en 

un momento determinado, así tenemos que en la edad media, la 

herejla fue considerada como delito por los seguidores del 

cristianismo. 



33 

Es dable señalar que es importante resaltar los ar­

tículos 51 y 52 del Código Penal vigente para el Distrito Fe­

deral. 

En primer término el artículo 51 dispone: 11 Den-

tro de los limites fijados por la Ley, los jueces y tribuna-­

les aplicarán las sanciones establecidas para cada delito, t~ 

niendo en cuenta las circunstancias exteriores de ejecución y 

las pecu1iares del delincuente. Cuando se trate de punibili-­

dad alternativa el juet podrá imponer motivando su resoluci6n 

la sanción privativa de libertad cuando ello sea ineludible a 

los fines de justicia, prevención general y prevención espe-­

cial"· 

En los casos de los artículos 60, fracci6n VI, 61, -

63, 64 bis y 65 y cualesquiera otros en que este C6digo dis-­

ponga penas en proporci6n a las previstas para el delito in-­

tencional consumado, la punibilidad aplicable es para todos -

los efectos legales la que resulte de la elevaci6n o disminu­

c i6n según corresponda de los términos mínimo y m4ximo de la. 

pena prevista para aquél. Cuando se trate de prisión la pena 

nunca será menos de tres días. 

En otro orden de ideas el articulo 52 establece: 

'
1 En la aplicaci6n de las sanciones penales se tendrA en -
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cuenta: 

11 1. - La naturaleza de la acción u omisión de los me­

dios empleados para ejecutarla y la extensión del dafto causa­

do y del peligro corrido.'' 

":?..- La edad, la educación, la ilustración, las cos­

tumbres y la conducta precedente del sujeto, los motivos que 

lo impulsaron o determinaron a delinquir y sus condiciones 

cconómicas. 11 

"3.- Las condiciones especiales en que se encontraba 

en el momento de la comisión del delito y los demAs antecede~ 

tes y condiciones personales que puedan comprobarse, así como 

sus vinculas de parentesco, de amistad o nacidos de otras re­

laciones sociales, la calidad de las personas ofendidas y las 

circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión que demues- -

tren su mayor o menor temibilidad.'' 

11 .i. - tratándose de los delitos cometidos por servid_!!. 

res públicos se aplicará lo dispuesto por el articulo 213 de 

este Código." 

El jue: deberá tomar conocimiento directo del suje­

to de la victima y de las circunstancias del hecho en la mcdl_ 
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da requerida para cada caso. 

Para los fines de este artículo, el juez requerirá 

los dictámenes periciales tendientes a conocer la personali-­

dad del sujeto o los demás elementos conducentes, en su caso, 

a la aplicación de las sanciones penalcs'1
• 

Según podemos observar, es innegable que ambos num~ 

rales si satisfacen la aspiración del legislador, o sea, la -

de cubrir una serie de requisitos para poder fijar la pena. 

que corresponda a cada sujeto en particular, no obstante, los 

hechos nos demuestran en la práctica que s61o excepcionalmen­

te se aplican tanto para el sujeto activo-como pasivo del de­

lito, encontrándonos con que sólo aquellos presuntos respons~ 

bles que cuentan con amplios recursos econ~micos pueden agil!. 

zar la administración de la justicia, lo que trae como conse­

cuencia que para éstos si se efectúan todos los estudios ten­

dientes a que la pena sea más justa. Igualmente resulta in- -

cuestionable que los mencionados articulos en su gran mayoria 

sean letra muerta; cuando tenemos que el personal penitencia­

rio no puede alcanzar a cubrir todos los asuntos que requic-­

ren de su asistencia, por lo que se han vuelto selectivos en 

cuanto a los referidos estudios para individualizar la pena, 

estando en contra del espíritu del legislador en materia pe-­

nal, quien pretende que los beneficios legales lleguen a un -
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mayor número de ciudadanos. 

Otro aspecto importante que menciona el código pe-­

nal vigente para el Distrito Federal es lo referente al per-­

d6n del ofendido o legitimado para otorgarlo por lo que a CO! 

tinuación transcribiremos el articulo 93 del mismo ordenamien 

to que a la letra dispone: ''El perdón del ofendido o del 

legitimado para otorgarlo, extingue la acción penal respecto 

de los delitos que solamente pueden perseguirse por querella, 

siempre que se conceda antes de pronunciarse sentencia en se­

gunda instancia y el reo no se oponga a su otorgamicnto 11
• 

Cuando sean varios los ofendido y cada uno pueda 

ejercer separadamente la facultad de perdonar al responsable 

del delito y al encubridor, el perd6n s6lo surtirá efectos 

por lo que hace a quien lo otorga. 

El perdón sólo beneficia al inculpado en cuyo favor 

se otorga, a menos que el ofendido o el legitimado para otor­

garlo hubiese obtenido la satisfacción de sus intereses, caso 

en el cual beneficiaria a todos los inculpados y al encubri-­

dor. 

Finalmente en nuestra opinión, cuando no se aplican 

de manera adecuada los articules 51 y SZ del Código Penal pa-
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ra el Distrito Federal, el der~cho tiende a desprestigiarse -

con el consabido rompimiento de orden jurídico establecido. 

C). EN EL CODIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL DISTRITO 

FEDERAL. 

La libertad es uno de los valores más preciados por 

el ser humano, por lo tanto, la justicia debe ser una meta 

del juzgador ya que se puede cometer una injusticia cuando el 

juez de manera inadecuada valora los elementos con que cuenta 

para poder imponer la pena correspondiente y aplica condenas 

injustas, senalando una mayor o menor a quien cometió un deli 

to, al no aplicar correctamente lo dispuesto por los artícu-­

los anteriormente aludidos. 

En otro .orden de ideas, el procedimiento penal debe 

entenderse como una sucesión ininterrumpida de actuaciones, -

las cuales empieza con la denuncia o querella y concluye con 

la sentencia. En México el procedimiento penal puede ser lo-­

cal o federal, según el delito que se haya cometido, ya que -

éste es regulado por una ley local o bien federal, esto es, -

la naturaleza de la violación de la ley nos darA la pauta pa­

ra conocer la calidad de delito. 

Al respecto, Jor~e A. Claria Olmedo establece que -
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el Derecho Procesal es "La disciplina reguladora de la 

efectiva realización del Derecho Penal. Establece los princi­

pios que gobiernan esa realización y determina los órganos, -

la actividad y el procedimiento para actuar la ley penal sus-

tantiva". (24) 

Por su parte Javier Pina y palacios, lo define como 

"l.a disciplina jurídica que explica el origen, función, 

objeto y fines de la norma, mediante las cuales se fija el 

QUANTUM, de las sanciones aplicables para prevenir a reprimir 

el acto u omisión que sanciona la ley penal''. (ZS) 

En tanto Carlos M. Oronoz explica: . "El procedí-

miento penal es el conjunto de actividades ordenadas en la 

J.ey a efecto de determinar si el hecho imputado al acusado 

constituye o no delito y dictar como consecuencia la resolu·-

ci6n que corresponda". (26). Mis aOn éste Oltimo, tratadis-

ta establece en su obra, que los fines del derecho procesal -

penal son: 

l14). 

(25). 

(26). 

Claria Olmedo Jorge A. Tratado de Derecho Procesal Pc·­
nal. Tomo I. la. Ed. Edit. Argentina, Buenos Aires 1 • -

1960. Página 49. 
Pifta y Palacios Javier. Derecho Procesal. la. Ed. Edit. 
PorrOa. Mlxico 1948. Plgina 7. 
Crono: Santana Carlos M. Manual de Derecho Procesal Pe­
nal. la. Edición. Costa Anlic. Editores México 1979. Pá­
gina 12. 
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Por su parte Sergio García Ramirez nos proporciona 

una definición que contiene un cúmulo de elementos de tipo e! 

vilista, cuando dispone 11 Una relación juridica, aut6noma 

y compleja de naturaleza variable, que se desarrolló de situ! 

ción mediante hechos y actos juridicos, conforme a determina­

das reglas de procedimientos y que tiene como finalidad la r~ 

solución jurisdiccional del litigio llevando ante el juzgador 

por una de las partes atrnido al conocimiento de aquél direc­

tamente por el propio juzgador"· (27) 

En conclusión, el fin del procedimiento penal es ha 

cer efectivo el derecho penal sustantivo, y tiene como carac­

terísticas fundamentales las de ser pública, ya que regula 

las relaciones entre el Estado y los particulares infractores 

del derecho penal interno, en virtud de que sus disposiciones 

se dirigen a tutelar la conducta de determinada colectividad 

para lo cual fueron dictadas; Instrumental, toda vez que sir· 

(27). Garcin Ramírcz Sergio. Derecho Procesal Penal. Edit. 
Porrúa, México 1975. Página 75. 
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ve para actualizar el derecho; y accesorio, porque actúa has­

ta que se cometió el delito para hacer posible la pretención 

punitiva y provoca la imposición de la pena prevista para el 

caso concreto. 

Así, el C6d igo de procedimientos penales para el 

Distrito Federal, publicado en el Diario Oficial de la Feder!!. 

ción el 29 de agosto de 1931, contiene articulas que regulan 

la situaci6n legal del ofendido. Al respecto, el autor Rogc-­

lio V5zquez Sinchcz, sintetiza lo siguiente: 

1. - El ofendido no es parte del proceso penal. 

2.- Tiene personalidad procesal sólo para reclamar 

la responsabilidad civil exigible a terceras 

personas y pedir el aseguramiento precautorio -

de bienes que garanticen su derecho a la repar~ 

ci6n del dallo. 

3. - Sólo puede apelar de la sentencia, en lo que a 

la reparación del dafto se refiere. 

4. - Puede alegar en las audiencias. 

S. - El ofendido debe ser sujeto de un estudio psic.2_ 

somático y social para efectos.de la individua­

lizaci6n de la pena. (28) 

(28). Vázque= Sánchez Rogelio. Op. Cit. Página 67. 



41 

Ahora bien, en toJo proceso penal existen dos con--

trapuestos que son los del ofendido y los del imputado, los -

cuales desde opuestas perspectivas tratan cada uno de hacer -

valer sus argumentos, no obstante, que la práctica misma nos 

demuestra que el ofendido no es considerado como parte en el 

proceso penal, en virtud de que quien lo representa es el Mi· 

nisterio Público, sin embargo, es indiscutible que los ínter~ 

ses que el mismo representa, no son de orden particular de 

ahí que tome el nombre de representante social, toda vez que, 

todos como miembros de una comunidad, estamos expuestos a te-

ner eventualidades que ataquen nuestros más mínimos derechos 

que como individuos tenemos, conocidos éstos como garantías -

individuales. 

Según Rafael de Pina "Parte e,s aquel que se in-

corpora a un proceso para ejercer el derecho de intervenci6n 

en los casos autori:.ados expresamente por la leyº. (29) 

En tanto Oronoz establece: "Doctrinalmcnte las 

opiniones sobre las partes en el proceso penal son muy varia­

das, ya que se considera que el procedimiento no es seguido -

por las partes entre si, toda vez que la idea de parte nos 

lleva a considerar que existen dos. sujetos en igualdad de ci~ 

(29) De Pina Rafael. Diccionario de Derecho. la. Edici6n, - -
Edit. Porrúa. méxico 1984. P6gina 377. 
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cunstancias: por lo que respecta al Ministerio Póblico tene-­

mos que goza de privilegios que las partes no poseen como pu­

diera ser presupuesto económico y otros, el derecho de que es 

el 6rgano al cual se le ha conferido en la investigación so-­

bre los particulares, negándose por ello que la institución -

sea imparci~l en virtud de que tiene un interós manifiesto en 

las relaciones procesales.'' 

Continuando con el aludido autor 11 Debemos dejar 

asentado que las partes son aquellas que concurren con un in­

terés manifiesto y especifico en la relación procesal, por lo 

que únicamente debemos admitir como partes en el proceso al -

Ministerio PGblico y al procesadd:. (30) 

Es de observar que existe clara coincidencia de po~ 

turas respecto al ofendido entre Vázquez Sánchez y Oronoz Sa~ 

tana al considerar que el ofendido no es parte en el proceso 

penal mexicano. 

Cabe aclarar que, José Guarneri asienta 1~eg6n 

la concepción dominante, que nosotros admitimos, ofendido es 

aquel que pide, o contra quien se pide en ju~cio una declara-

(30), Oronoz Santana Carlos. Op. Cit. Página 13. 



ción de derechos, es decir, el que figura en el juicio co­

mo actor o demandado, como Ministerio Pfiblico o como 

imputado". (31) 

Es dable seftalar que, el artículo 92 del Código Pr~ 

cesal Penal vigente para el Distrito Federal dispone ''La 

persona ofendida por un delito, podrá poner a disposición del 

Ministerio Público y del Juez instructor todos los datos que 

conduzcan a establecer la culpabilidad del acusado y a justi­

ficar la reparación del dafto~. 

No obstante, excepcionalmente el ofendido puede ser 

parte en el proceso lo m~s común es que el Ministerio Público 

sea el único, quien podrá ejercer la función persecutoria - -

constituyéndose en consecuencia como parte, sin aliarse excl~ 

sivamente con el ofendido. Lo anterior, sin olvidar que la t~ 

tela ejercida sobre el ofendido por el representante social, 

debe efectuarse en representación del interés de una sociedad 

que necesita el mantenimiento del orden y seguridad pública, 

mismas situaciones que se logran a través de un sistema de d~ 

litas y penas, en el que el Estado no debe permanecer impasi­

ble en un procedimiento penal que pudiera generar desigualdad 

de intereses, fuera por parte del ofendido o del imputado. 

(31) Guarneri José. Op. Cit. Página 39. 
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tender: 

Por otra parte, como reparación del daño podemos e~ 

''Que es la restituci6n de la cosa obtenida por el 

delito y si no es posible, el pago del precio de la misma, 

asi como la indemni:ación del dano material y moral de los 

perjuicios causados''. 

Ahora bien, para encuadrar la situa~ión legal del -

ofendido por algún delito 4uc afecte su~ derechos de propic-­

dad o de posesión y en cuanto a la posibilidad de que se le 

proteja restituyéndole los objetos, valores, dinero o cual­

quier clase de bienes que por la acción ilícita del responsa­

ble hayan salido de su poder e imponiéndole al mismo el pago 

de daños y perjuicios, vemos que se encuentra establecido en 

el articulo 30 del Código punitivo para el Distrito Federal, 

que a la letra dice: 

La reparación del dafto comprende: 

1.- La restitución de la cosa obtenida por el delt-· 

to y si no fuere posible, el pago del precio de la misma. 

z.- La indemnización del dafto material y moral cau-

sado a la victima o a su familia; y 

3.- Tratándose de los delitos co1nprcndidos en el 

título décimo (delitos cometidos por los servidores p~blico~. 
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La reparación del dano abarca la restitución de la cosa y de 

su valor, y adem~s hasta dos tantos del valor de la cosa o 

los bienes obtenidos por el delito. 

Debemos destacar que, en lo esencial de este prece~ 

to radica en que quien obrando ilicitamcnte causa daño a 

otro, debe de repararlo, ya sea por restitución o por indemn.!, 

zación. En consecuencia estimamos que la r~5titución de la c2 

sa se refiere al menoscabo en el patrimonio del sujeto pasivo 

que viene siendo el ofendido, y por indemnización, entende- -

mas: 11Que es la acción y efecto de indemnizar resarcir un 

dafio o perjuicio''· (3Z) 

Por otra parte, como la reparación legal pecuniaria 

de un daño o perjuicio causado, procede algunas veces como 

sanción civil, como pena por el incumplimiento de un contra-­

to, otras como elemento integrante de la pena aplicable al d~ 

lincuente. 

El daño moral, se define en el C6digo Civil vigente 

para el Distrito federal que en su articulo 1916 dispone: - -

Por dafto moral se entiende la afectación que una persona 

sufre en sus sentimientos, afecto, creencias, decoro, honor, 

(32). Enciclopedia Salvat. Tomo VII, Sexta Edici6n, Salvat M~ 
xicana de Ediciones. Mlxico 1983. P~gina 1775. 
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reputación, vida privada, configuración y aspectos fisicos o 

bien en la consideración que de si misma tienen los dcmfis. 

Cabe aclarar, que cuando un hecho u omisión produz­

can un daño moral al responsable del mismo tendrá la obliga-­

ción de repararlo mediante una indemnizaci6n en dinero, con -

independencia que se haya causado daño material, tanto en re~ 

ponsabilidad ~ontractual, como extracontractual, igual oblig~ 

ción de reparar el daño moral tendrá quien incurra en respon­

sabilidad objetiva conforme al artículo 1913; así como el Es­

tado y sus respectivos funcionarios conforme al artículo 

1928, ambas disposiciones del mismo ordenamiento legal antes 

citado. 

Más aOn, la acción de reparaci6n, no es transmiti-­

ble a terceros por actos ent&e vivos y sólo pasa a los hered~ 

ros de la víctima cuando ésta haya intentado la acción en vi­

da. El monto de la indemnización lo determinarA el juez toma~ 

do en cuenta los derechos lesionados, el grado de responsabi­

lidad, la situación económica del presunto responsable y de -

la victima, asi como las dem4s circunstancias del caso. 

Es de advertir, que cuando el dono moral haya afec­

tado a la victima en su decoro, honor, reputación r considcr~ 
ci6n el Jue: ordenará a petición de ésta y con cargo al res--
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pensable, la publicación de un c~tracto de la sentencia que -

refleje adecuadamente la naturale:n y alcance de la misma, a 

través de los medios informativos que considere convenientes. 

En los casos en que el da1"'10 de un acto que haya tenido difu-­

sión en los medios informativos, el jue: ordenard que los mi~ 

mas den publicidad a los puntos resolutivos de la sentencia, 

con la misma relevancia que hubiera tenido la difusión origi­

nal. 

En caso de delitos sexuales, muy frecuentemente co­

metidos por menores que por su misma naturale:a provocan en -

las victimas, y sus familiares que con el fin de evitar escán­

dalos y mayor dafio moral, evitan denunciarlos, ya sea por pe-­

na, o bien, porque no se les hace caso, ya que en muchas oca-­

siones no se les da la importancia debida ~n el Ministerio Pú­

blico; cuando a este tipo de delitos se le debe dar la debida 

importancia por la trascendencia de los hechos y por las cons~ 

cuencias psicológicas que afectan a la victima. En este caso -

el Ministerio Público debe actuar con tacto en este tipo de d~ 

litos y formular la acusación lo mejor integrada posible al 

juez, y así éste ha de ser cuidadoso en la aplicación de la 

condena, la cual en nuestro concepto debe ser de las más altas 

y al mismo tiempo se le debe de imponer al sujeto activ~ del -

delito que se le indemnice a la víctima, ya que el juez debe -

estar consciente de la relevancia de esa obligación que espec! 
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ficamente le asigna la ley. 

En cuanto a la restitución al ofendido durante la -

averiguación previa, o bien, durante el proceso penal lo cst~ 

blece el articulo 92, del Código de Procedimientos Penales vi 
gente para el Distrito Federal, mismo que a la letra dice - -

La persona ofendida µor el delito, podrá poner a disposi 

ci6n del Ministerio P6blico y del Juez instructor, todos los 

datos que conduzcan a esclarecer la culpabilidad del acusado 

y a justificar la reparaci6n del dano 

El articulo 141 del mismo ordenamiento juridico me~ 

clonado establece: La persona ofendida por el delito no 

es parte en el proceso penal, pero podrá coadyuvar con el Mi­

nisterio Público, proporcionando al· juzgador por conducto de 

éste o directamente, todos los elementos que tenga y que con­

duzcan a comprobar la procedencia y monto de la reparación 

del da~o y perjuicios 

Es de observar, que las leyes procesales menciona-­

das le niegan al ofendido el carácter de parte en el proceso 

penal, en cambio, los artículos 70 y 80 del ~ódigo adjetivo -

en cita, se refieren al ofendido diciendo el primero de los -

mismos que: El ofendido o su representante pueden compa-

recer en la audiencia y alegar lo que a su derecho convenga -
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en las mismas condiciones que sus defensores!'. 

sostiene: 

Por su parte, el artículo 80 de dicho ordenamiento 

"Todas las resoluciones apelables, deberán ser 

notificadas al Ministerio Público, al procesado, al querella~ 

te en su caso y al defensor o cualquiera de los defensores si 

hubiere \·arios". 

Es de resaltar que estos articulas facultan al ofe~ 

dido para apersonarse como coadyuvante del Ministerio P6blico 

y ofrecer las pruebas necesarias, pero teniendo la titulari-­

dad ante el Jutgador el representante social, el cual va a 

promover lo necesario. De esta forma es importante dar una i~ 

tervenci6n más directa al ofendido, a efecto de que se encue~ 

tre mejor enterado del estado que guarda el procedimiento. 

Ahora bien, el articulo 28 del mismo Código dice: 

"Todo tribunal o juez. cuando esté comprobado el delito, -

dictarAn oportunamente las providencias necesarias para rest! 

tuir al ofendido en el goce de sus derechos que estén plena-­

mente justificados". 

Sin embargo, en la práctica se establece que el - -

ofendido tiene que esperar a que se termine el proceso y se-­

guir esperando hasta que autoridad alguna resuelva con una 
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sentencia condenatoria esperando el ofendido mucho tiempo pa­

ra que se repare el daflo. Por lo que consideramos que se debe 

proteger desde el momento en que se dicte el auto de formal -

prisión mediante el embargo de bienes precautorios, )'a que 

aunque la ley preve que el Ministerio PQblico, puede solici-­

tar el mismo, por lo regular ésto en la práctica no se lleva 

a cabo, quedando el ofendido en total desamparo, por lo que -

como lo mencionamos el .Jue: de oficio, debe ordenar se embar-­

guen los bienes suficientes al presunto responsable, que en -

ocasiones por lo tardado del procedimiento se presta para me­

jorar la situación declarándose insolvente el indiciado, que­

dando desde luego los ofendidos sin obtener la correspondien­

te reparación del da~o; también debe prevenirse pero en forma 

tal que se lleve a efecto en la práctica no obstante, que el 

artículo 35 del Código Penal adjetivo nos dice que: 11Cua!!. 

do haya temor fundado de que el obligado a la reparación del 

dado oculte o enajene los bienes en que deba hacerse efectiva 

la reparación el Ministerio Público o el ofendido en su caso, 

podrá pedir el embargo precautorio de dichos bienes". 

De todo lo anterior, podemos observar que si el Mi­

nisterio Público o el ofendido la solicita, la reparación del 

.daño, se reali:a, y que si por cualquier circunstancia no se 

pidiera, no se lleva a cubo, por lo que vol\'cmos a insistir -

en que se debe legislar tomando en cuenta las medidas necesa-
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rias que prevengan el pago de la repnraci6n, para que el 

juez, desde el momento de dictar el auto de término constitu­

cional, de oficio deba de confirmar, ordenando el aseguramie~ 

to de bienes, debiéndose incrementar cuando el delito sea de 

los llamados intencionales. 

De esta forma, se debe obligar a la reparación del 

daño al inculpado sin excusa ni pretexto y en su caso, al que 

se declare insolvente aplicarle una pena mayor a la prevista 

por la propia ley, e inclusive obligarlo al pago de una pen-­

sión para el caso de que existan hijos menores de edad de la 

víctima, que quedaran desamparadas, ya que en la práctica nos 

percatamos que la aplicación de la justicia es deficiente en 

nuestro país, pues individuos que han cometido graves deli- -

tos resuelven su situaci6n procesal en forma por demás miste­

riosa, aún sin el pago de la reparación del da~o. 

Es de subrayar que la acci6n para pedir la repara-­

ción del dafto como responsabilidad civil prescribe en dos - -

años, contado a partir del día en que el dano se haya causa-­

do, tal como lo determina el articulo 1934 del Código Civil -

aplicable. 

Cabe aclarar que en la práctica, al ofendido no se 

le toma en cuenta; no obstante, que la ley asi lo determine, 
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a menos que tenga intereses económicos suficientes, a la vez 

se debe tomar en cuenta el factor humano; ya que es importan­

te que se tengan autorida.des más honestas, responsables, me-­

no~ negligentes y corruptas que Onicamente se preocupan por -

obt¿ncr prov~cho de las circunstancias en las que se encucn-­

tra el prcsl1nto responsable, ~in tomar en consideración al 

ofendido y la situación por la que está atra\·csando en ese mS!_ 

mento, por lo que reiterando, debe ordenar de oficio el e-mba!_ 

go de bienes, independientemente de que el presunto responsa­

ble cst~ ~ujcto :1 proceso scftalando la cuantía Je la indcmni-

:aci6n, tomando en cuenta conforme al articulo 31 del Código 

sustantivo de la materia, la capacidad económica del presunto 

responsable, la naturaleza del dano que sea preciso reparar y 

las demás circunstani:ias relnti\•as que abren el proceso, sic!!!. 

pre )" ~11Jndo sean las de proteger los intereses del ofendido 

como estrictamente lo marca la ley. Más a6n de acuerdo a las 

facultades que tiene el representante social y que son basta~ 

te amplias, puede presentarse una situación desventajosa para 

el ofendido cuando el mismo puede convertirse en ai.:usador r en 

defensor a la ve:, r en el que el ~linisterio PQblico se en- -

cuentra en opción de ordenar en algunos casos la libertad del 

presunto responsable (desistimiento o conclusiones no acusat2 

rias). 

En este orden de ideas también puede hablarse de 
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inequidad en el juicio hacia el imputado, cuando el defensor 

de oficio actúa de manera deficiente e irresponsable, lo que 

ocurre comúnmente en México, por falta de defensores de Ofi-­

cio con verdadera vocación de servicio, entendi~ndosc lo ant~ 

rior, como la falta de capacidad que exhiben estos profesio-­

nistas cuando se preocupan más por su horario )' sueldo (cu- -

brirlo como les sea posible), que por la libertad de los reos 

que les han sido encomendados para su defensa, olvidándose de 

su principal obligación que es la de trabajar para procurar -

la situación jurídica del indiciado. 

Al efecto, el articulo 365 del Código de Procedí- -

mientas Penales en vigor, dispone: "Tienen derecho de ap~ 

lar el Ministerio Público, el inculpado y su defensor, así e~ 

mo el ofendido o sus legítimos representantes, cuando aquél -

coadyuve con el Ministerio Pfiblico para efectos de la repara­

ci6n del dafto y perjuicios y a las medidas precautorias cond.!!_ 

centes o asegurarla 11
• 

En este caso, el articulo 417 del mismo ordcnamien-

to preve en su fracción III, lo siguiente: "Tendrá dere- -

cho a apelar; el ofendido o sus legítimos representantes, - -

cuando aquél o éstos coadyuven en la acción reparadora y sólo 

en lo relativo a éste". . En el mismo tenor, el articulo 539 

del citado ordenamiento jurídico, sei1.ala: "Cuando la par-
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te interesada en la responsabilidad civil, no promoviera el 

incidente a que se refiere el presente capítulo después de 

fallado el proceso respectivo, podrA exigirla por demanda - -

puesta en la forma que determina el Código de Procedimientos 

Civiles, según fuera la cuantia del negocio y ante los tribu­

na 1 es de 1 mismo orden". 

Del contenido de los anteriores numerales, podemos 

percatarnos que necesariamente el ofendido debe ser consider~ 

do como parte dentro del proceso penal, ya que lo contrario -

se concentrarla la actividad persecutoria y esclarecedora del 

delito Gnicamente en Manos del Ministerio POblico, con las 

desventajas senaladas anteriormente en este apartado. Tal - -

afirmación se basa en el hecho de que es el ofendido quien 

inicia la actividad del representante social a través de la -

denuncia o querella según se trate del delito cometido y por 

ende, se encuentra enterado de las circunstancias que rodea-­

ron al illcito cometido en su contra, por lo que al no consi­

der4rsele como parte en el proceso penal, se pierde un impor­

tante porcentaje de datos que exclusivamente pueden ser apor­

tados por el ofendido quien tiene todo el derecho para ser 

considerado como parte dentro de todo preces? penal en el ám­

bito juridico mexicano. 

En relaci6n a la propuesta que efectuamos en el pre 
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sente trabajo recepcional de que el ofendido debe ser parte -

dentro del proceso penal mexicano tratándose de la reparación 

del dallo. 

Sobre el particular, el autor Rogelio VA:que: S4n-­

chez, nos ofrece una serie de argumentaciones en relación al 

ofendido y que a continuación seftalamos: 

11 1.- Deben desaparecer de la Ley de amparo las 

disposiciones que le otorgan obligatoriedad a la jurispruden­

cia a efecto de rescatar la dignidad del juez, para dejarle a 

éste la libre apreciación de los hechos para lograr mejor los 

fines de justicia, haciendo más congruente la aplicación de -

la ley con la dinámica social que permit~ la creatividad del 

juzgador. 

2.- La funci6n judicial de interpretaci6n y aplica­

ción del derecho, debe dejarse al libre arbitrio del Juez na­

tural, sin la coacción del precedente interpretativo de los -

máximos tribunales de justicia de la Federación, ya que dicho 

funcionario es quien mejor que los ministros de la corte y 

los magistrados de los tribunales colegiados de circuito, ti~ 

ne un 6mbito mayor de perspectivas a la representación de los 

hechos porque está más en contacto con la realidad viviente, 

con las circunstancias que se dieron en el caso que ha de ju~ 



56 

gar, y quien mejor ubicado se haya en el plano experimental 

con las necesidades que se palpen al desempeñar su trabajo, -

al analizar los expedientes a su cargo, por lo que son los 

Onicos que tienen a la vista los funcionarios de sentar juri~ 

prudencia. 

3.- La libre apreciaci6n judicial exige la observa~ 

cia de aquellos métodos ajenos a la coacción de jurispruden-­

cia que mejor condu:ca al conocimiento de la verdad para la 

realizaci6n de los valores de justicia en la aplicaci6n del -

derecho. 

4.- Un Juez, sabio, justo y bueno no puede entregar 

los frutos de su valiosa experiencia cuando al interpretar y 

aplicar el derecho, se encuentra constrenido a juzgar no con­

forme a su propio criterio formado para el caso concreto que 

se le presenta, sino de acuerdo a una general jurisprudencia 

que hace que toda esa riqueza apreciativa se someta a un s61o 

v6rtice de interpretación que qttita individualidad hasta el -

mismo psiquismo del crimen. 

s.- La operación seguida por intérprete judicial 

para la apl icaci6n de 1 a 1 ey a 1 caso concreto, se ve hondamen 

te trastocada por la observancia obligatoria que ha de tener 

el juez en su bOsqueda de la verdad legal, de un m6todo ajeno 
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al propio criterio, al propio convencimiento y contrario a la 

propia experiencia, como es la jurisprudencia conceptualista 

enclavada en nuestro sistema legal. 

6.- Podemos afirmar que la libertad está necesaria­

mente asociada con esta idea de la justicia y que un juc: que 

no tiene libertad no puede pronunciar una sentencia justa. 

7.- Urge consecuentemente suprimir de nuestra ley -

de amparo la obligatoriedad, o al menos dejar sólo subsisten­

te la que establezca el pleno de la Corte, para que únicamen­

te su observancia sea el arbitrio del juzgador, cuando ésta -

esclarezca mejor los caminos que sigue en su búsqueda de la 

verdad o en la interpretación y aplicación del derecho. Y por 

ello sólo por la respetabilidad que tiene esa opinión mas.nu~ 

ca como imposición logística a la razón y a la experiencia. 

8. - La Ley de amparo 11 resquebraja el principio de·­

libertad del arbitrio judicial para interpretar la ley, pues 

convierte el fallo judicial en una nueva operación lógica, en 

la cual la premisa menor es hecho criminoso, y la mayor la j~ 

risprudencia de la Suprema Corte y la conclusión de la sente~ 

cia 11 • (33) 

(33) Vfizquez Sánchez Rogelio, Op. Cit. Página 78. 
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Como podemos observar el aludido autor ofrece dos -

conclusiones que reflejan dramáticamente la situación real de 

nuestro poder judicial de la forma siguiente: Es loable el 

propósito del legislador de querer hacer respetar la opinión 

de los máximos tribunales de justicia de nuestro país al dar­

le obligatoriedad a sus fallos jurisprudencialcs, a tra,·és de 

los articulas 193 y 193 bis de la Ley de Amparo. Sin embargo 

s6lo se lograrla, de ocupar los cargos de ministros y magis-­

trados los juristas más probos e independientes, lo que por -

desgracia no ocurre en nuestra realidad social. 
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BL OFENDIDO Y EL PROCEDIMIENTO PENAL MEXICANO 

A).- EN EL PERIODO DE PREPARACION DE LA 

ACCION PENAL. 

B).- EN EL PERIODO DE PREPARACION DEL 

PROCESO. 

C).- EN EL PROCESO. 
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EL OFENDIDO Y EL PROCEDIMIENTO PENAL MEXICANO 

A). EN EL PERIODO DE PREPARACION DE LA ACCION PENAL. 

Las funciones del ofendido en el proceso penal han 

venido cambiando conforme a la evolución natural de todas las 

situaciones jurídicas que desde hace tiempo surgieron en el -

mundo exterior reguladas por el derecho. 

En la antigOedad, en virtud de la inexistencia de -

una real regulaci6n juridica, el ofendido se veía precisado a 

hacerse justicia por su propia mano (ojo por ojo y diente por 

diente) y como la vengan¡a rebasaba comúnmente lo equitativo, 

se generaban nuevas ofensas, como consecuencia del excesivo -

castigo impuesto, originándose un circulo vicioso; situación 

que es fácil observar en nuestro pais, en el cual familias 

completas tienen problemas entre si desde mucho tiempo antes, 

surgidos los mismos a causa de una ofensa inicial, la vengan­

za correspondiente. Con posterioridad a la venganza privada, 

al cometerse un delito, cualquier persona podia acusar a 

otra. En el derecho Romano, se establecieron bases y limita-­

cienes y s6lo podía ser acusador el ofendido~ sus familiares 

o sus representantes. 

Por filtimo, un 6rgano del Estado, vino a sustituir 
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al ofendido en la actividad ·acusadora, quedando el afectado -

por un delito, en la mayor parte de las legislaciones moder-­

nas, en un plan absolutamente secundario, que en nuestro sis­

tema procesal, es precisamente, la Institución del Ministerio 

Público. 

Al respecto, algunos estudiosos del derecho, entre 

ellos Colin Sánchez considera: 1 'l11justo que sea el Minis-

terio P6blico quien ejercite la acción penal y que el ofendi­

do sea relegado al olvido". (34) 

En cuanto a lo anterior, el Ministerio Público debe 

llevar a cabo una función de protección social como órgano 

del Estado que es, evitando las graves consecuencias que po-­

drían darse en el desbordamiento de las pasiones como reac- -

ci6n natural del ofendido. 

En otro orden de ideas, la Constitución de 1917 su~ 

tituyó al ofendido por el Ministerio Público, siendo aqu~l e!_ 

elusivo de la acción penal, pero con plenos derechos civiles 

como titular. 

Sabido es que el período de preparaci6n del ejerci-

(34). Colin SAnchez Guillermo. Op. Cit. P~gina 189. 
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cio de la acción penal, se inicia con la denuncia o querella 

hasta la consignación, es decir, que dicha etapa del procedi­

miento penal en nuestro país principia con el acto en el cual 

el Ministerio Público tiene conocimiento de un hecho estimado 

como delictuoso r termina con el acto en que la representa­

ción social solicita la intervención del órgano encargado - -

(juez penal) a efecto de aplicar la ley. 

El objetivo de este periodo es reunir datos o ele-­

mentas necesarios para que el Ministerio Público pueda ejerc_! 

tar el derecho que le corresponde r que es precisamente la 

consignación del culpable ante el órgano jurisdiccional, para 

que éste cumpla con su función. Y en este caso, el ofendido, 

únicamente formula la denuncia o querella, y aporta todos los 

elementos tendientes a acreditar el cuerpo del delito y la 

presunta responsabilidad del sujeto activo; es de subrayar 

que una vez que toma conocimientos del delito, el Agente del 

Ministerio Público se encarga de preparar el ejercicio de la 

acción penal, y se restringe la actividad del ofendido en es­

ta etapa procedimental. 

Es de subrayar, que el contenido de la preparación 

de la acción procesal es llenado por un conjunto de activida­

des realizadas por y ante un órgano especial que es concreta­

mente el Ministerio Público con auxilio directo de la Policía 
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Judicial y debidamente reglamentadas en capitulo propio. (35) 

Es de advertir que el autor Juventino V. Castro di-

ce: 11 Que el ~linisterio Público es y debe ser el más fiel 

guardián de la ley: Organo desinteresado y desapasionado, que 

represente los intereses más altos de la sociedad. Institu- -

ción que lo mismo debe velar por la defensa de los débiles y 

los incapaces, que decidirse pero sin ira ni espiritu de ven-

ganza pidiendo la justa penalidad de un criminal en defensa -

de la sociedad. Más meticuloso y empenado en que brille la 

inocencia de un condenado o acusado que su propio defensor y 

más severo en el castigo del culpable que la victima del del! 

to. 

En resumen, el más celoso guardián del cumplimiento 

estricto de las leyes, es o debe ser el verdadero papel del -

Ministerio Público, que debe ofrecer la garantía de una cult~ 

ra superior y de la mfis alta probidad personal". (36) 

Lo anterior resulta trascendente para entender que 

tanto el ofendido como la víctima, deben erradicar la idea de 

que el Ministerio Público es defensor exclusivo de sus ínter.!:_ 

ses tanto de aquellos como del presunto responsable en su ca-

(35). CFR. Colín Sánchez Guillermo. Op. Cit. Página 39. 
(36). Castro Juventino V. El Ministerio POblico en México. 

Sa. Ed. Edit. PorrQa. México 1976, Página 31. 
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lidad de miembro integrante de la sociedad a la que represen­

ta¡ ra:.ón por la cual es que ambos (\'ictima y presunto respo.!!_ 

sable) estén asesorados, a fin de que el representante social 

cumpla con sus funciones cabalmente. 

Esta etapa procedimental conocida comúnmente como -

la averiguación prc\'ia, en la cual el Ministerio Público pra.s 

tica todas las diligencias necesarias que le permitan estar -

en aptitud de ejercitar la acción penal, debiendo reunir para 

tal efecto los elementos necesarios que integren el cuerpo 

del delito r la presunta responsabilidad; esto es, que para 

que exista ésta se requiere que haya indicios de culpabili­

dad, no la prueba plena en ella, pues tal certeza es materia 

de la sentencia. De esta forma, esta etapa procedimental en -

si consiste en la función persecutoria ejercida por el Minis­

terio Público a través de dos actividades concretas: 

!.- LA ACTIVIDAD INVESTIGADORA. 

2.- EL EJERCICIO DE LA ACCION PENAL. 

Por lo que respecta al primer punto diremos que la 

actividad investigadora entraña una labor de ~úsqueda de las 

pruebas que permitan acreditar la existencia de los delitos y 

la presunta responsabilidad de los que en ellos partieiparon. 

Durante esta actividad, el representante social trata de pro-
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veerse de las pruebas necesarias a efecto de estar en aptitud 

de poder comparecer ante los Tribunales y pedir la aplicación 

de la ley. 

Sin embargo, en otras épocas la actividad invcstig~ 

dora ha sido encomendada únicamente a la policía judicial por 

lo que pudiera hablarse de dos períodos en esta etapa: 

PRIMERO.- En el que la actividad investigadora no -

estl en manos del Ministerio P6blico, la cual termina al pro­

mulgarse la Constituci6n de 1917. 

SEGUNDO.- Que abarca desde la promulgaci6n de la 

Constitución de 1917, hasta nuestros días, esto es, que el 

representante social desarrolla la actividad investigadora 

auxiliado por la Policia Judicial quien está al mando directo 

de aquél, y su función es la de poner a disposición de la re­

presentación social al presunto delincuente, y para que se 

lleve a cabo tal actividad deberá de contar con los siguien-­

tes requisitos: 

1.- REQUISITO DE INICIACION.- No se deja a la ini-­

ciativa del 6rgano investigador el inicio de la investigaci6h, 

sino que para ello es necesario reunir los requisitos exigi-­

dos por la ley (denuncia o querella). 
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2.- PRINCIPIO DE OF!CIOCIDAD.- Para la bDsqueda de 

las pruebas no se requiere petición de parte, aún en los deli 

tos que se persigan por querella necesaria, por ello, una vez 

iniciada la averiguación del órgano investigador, se lleva a 

cabo la reunión de las pruebas; y 

3.- PRISCIP!O DE LEGALIDAD.- Toda investigación de­

be apegarse invariablemente a lo dispuesto por la ley, 

Por lo que corresponde al segundo punto respecto a 

la actividad del Ministerio Público, en el ejercicio de la as_ 

ci6n penal, según Massari ésta se puede definir como "El 

poder jur1dico de activar el proceso con el objeto de obtener 

contra el derecho deducido una resolución judicial". (37) 

En tanto, para Florian la acci6n penal es 

poder juridico de promover la decisión del órgano jurisdicci~ 

nal sobre una determinada relación de derecho penal". (38) 

Ahora bien, los principios bdsicos de la acción pe-

nal son: 

(37). 

(38). 

Citado por Francisco Sodi. El Procedimiento Penal Mexi­
cano. Edición la. Edit. PorrDa, México 1939. Página 20. 
Florian Eugenio. Elementos de Desarrollo Procesal Pe­
nal. Edic. Za. Libreta boch, Espa~a 1934. Página 45. 
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l.- PUBLICIDAD.- Porque persigue la aplicaci6n de -

la ley penal frente a quienes se imputa lln delito, por lo que 

siendo el delito un mal público, pGblicamente debe ser la ac­

ción para perseguirlo. 

2.- INDIVISIBILIDAD. - La acción penal comprende a 

todas las personas que han part. icipado en la comisión de un 

delito. 

3.- UNIDAD.- La acción penal es única porque envuel 

ve en su conjunto a los delitos que se hubiesen cometido. 

4.- IRREVOCABILIDAD. - La acci6n penal es ir revoca-­

ble porque una vez ejercitada ante el órgano jurisdiccional, 

no puede desistirse el Ministerio Público, debiendo continuar 

la acci6n y que el juez competente ponga fin al proceso. 

S. - LEGALIDAD. - La acción penal debe ejercitarse 

una vez satisfechos los requisitos legales necesarios, los 

cuales están contenidos en los articulas 16 y 21 de la Const! 

tución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

6.- OFICIOCIDAD.- Este principio consiste en que su 

ejercicio se encomienda a un órgano especial del ffstado, sie.!l 

do éste el Ministerio Póblico, por lo anterior, se considera 
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que el ejercicio de la acción penal ~~ ~oncede monopolistica­

mente al representante social. 

Es de advertir, que se puede considerar que la ac-­

cl6n penal tiene dos periodos, a saber: 

A) El. PERSECUTORIO 

B) EL ACUSATORIO. 

El periodo persecutorio se ubica desde la consigna­

ci6n hasta el auto que declara cerrada la instrucción. Por lo 

que hace al segundo Periodo, lo situamos en el momento en el 

cual el Ministerio Público formula sus conclusiones acusato-­

rias. 

En lineas precedentes, según dijimos: las vias por 

medio de las cuales el representante social se entera de la -

existencia de un delito son la denuncia y la querella, delimi 

tanda en consecuencia que la primera puede ser formulada por 

cualquier persona, en tanto que la querella s6lo puede ser 

presentada por el ofendido o por sus legitimas representan- -

tes. 

Abundando en el tema el maestro Franco Sodi mani- -

fiesta que "La denuncia debe formularla un particular eli 
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minando así la posibilidad de que las autoridades la presen--

ten". (39) 

No obstante, la denuncia no es un requisito de pro­

cedibilidad para que el Ministerio Público se avoque a la i,!! 

vestigación de un delito, bastar~ que ól mismo est~ informado 

por cualquier medio para que se obligue a practicar las inve~ 

tigaciones necesarias para concluir si aquello de lo que tie­

ne conocimiento constituye y se encuadra en un delito penal -

y, siendo asi, quien es el posible autor del mismo. 

Por tanto, podemos afirmar que la denuncia es una -

obligaci6n que tiene todo ciudadano y su justificaci6n la en­

contramos en el interés general que deben tener los indivi- -

duos de conservar la paz social. 

Tratándose de la querella, éste es, un derecho_po-­

testativo del ofendido para hacer del conocimiento de las - -

autoridades un hecho delictuoso y para dar su anuencia a fin 

de que sea perseguido. Toda querella contendrá una 1·elaci6n -

verbal o escrita de los hechos. y deberá ser ratificado por -

quien la presente. 

(39). Franco Sodi. Op. Cit. PAgina 86. 
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De esa manera, tanto la denuncia como la querella -

pueden ser formuladas ante el Ministerio Público o ante la P.2_ 

licia Judicial directamente o por escrito. 

No obstante, es posible que hubiese contradicci6n -

de intereses entre un menor o incapaz y su legitimo represen-

tante, respecto a la formulación de la querella pudiénd.ose 

presentar la situación de que el menor incapaz desee quere­

llarse i su legitimo representante no quiera hacerlo o vice-­

versa, sobre el particular se propone que el menor si pueda -

formular la querella respectiva, o en su caso, firmar la de--

claraci6n correspondiente y la respalde (también con su fir-­

ma) el legitimo representante; as! mismo, se sugiere que ex-­

clusivamente en el caso de incapacidad manifiesta de un indi­

viduo, su representante sea quien formule la querella en nom­

bre de aquél; el efecto inmediato de la denuncia y de la que­

rella es obligar al órgano investigador a que inicie su labor 

con la correspondiente averiguación previa, la cual es defini, 

da por Cesar A. Osorio Nieto como ''La etapa procedimental 

durante la cual el órgano investigador realiza todas aquellas 

diligencias necesarias para comprobar en su caso, el cuerpo -

del delito, y la presunta responsabilidad y optar por el eje.! 

cicio o abstención de la acción penal". (40) 

(40). Osorio y Nieto César A. La Averiguación Previa. Edic. -
la. Edit. Porr6a. México 1983. Pfigina 17. 



70 

Al respecto de la averiguación previa Guillermo eo­
lio Sdnchez opina que 11 La preparación del ejercicio de la 

acción penal se realiza en la averiguación previa, etapa pro­

cedimental en que el Ministerio Público, en ejercicio de la -

facultad que le confiere la ley, practica todas las diligen-­

cias necesarias que le permitan estar en aptitud de ejercitar 

la acción penal, debiendo integrar para esos fines, el cuerpo 

del delito y la presunta responsabilidad". (41) 

Debemos entender que la averiguación previa es la -

etapa donde el representante social indaga la verdad de los -

hechos que fueron puestos en conocimiento del mismo, hasta el 

momento que decida consignar, tras haber reunido los elemen-­

tos necesarios ante el órgano jurisdiccional. 

Sin embargo el principio de legalidad que rige la 

actividad del Ministerio Público, determina que no es él 

quien arbitrariamente fija el desarrollo de la investigación, 

sino única y exclusivamente la ley. 

Desde luego, para el ofendido es muy importante el 

desarrollo de la actividad investigadora, no obstante, su in­

tervención en el proceso se limita a formular la querella o -

(41). Colin Sfinchez Guillermo. Op. Cit. Página 233. 
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denuncia correspondiente, pues dado como se maneja el procedi 

miento penal, en México es opción del representante social, -

citarlo para que comparezca ante él mismo para aportar más 

elementos que conduzcan eficazmente al esclarecimiento de los 

hechos que se investigan. 

En esta etapa, si el Ministerio Público determina -

que procede el ejercicio de la acción penal, nos encontramos 

frente a la consignación, la cual es definida por Julio Acero 

como ·~1 acto del Ministerio Público de realización nor--

malmente ordinaria, que se efectúa una vez integrada la averi 

guaci6n previa y, en virtud del cual se inicia el ejercicio -

de la acción penal, poniendo a disposición del juez todo lo -

actuado en la mencionada averiguación así como las personas y 

cosas relacionadas con la misma en su caso''. (42) 

En tanto Colin 54nchez define la consignación como 

"El acto procedimental a través del cual el Ministerio PQ 

blico, ejercita la acción penal, poniendo a disposici6n del -

Juez las diligencias o al indiciado en su caso iniciando con 

ello el proceso penal judicial". (43) 

(42). Acero Julio. Proc. Penal. Edic. 2a. Mlxico 1976. Página 
8 7. 

(43). Colín Sánche: Guillermo. Op. Cit. Página 261. 
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Cabe subrayar, que la consignación no reviste form~ 

lidad alguna en especial y se debe hacer ante el juez penal -

en turno. El acto de la consignaci6n puede darse en dos far-­

mas; a saber: 

1.- CON DETENIDO. 

2.- SIN DETENIDO. 

En el primer caso, se pondrá a disposición del -

juez, en la cárcel preventiva al individuo (presunto respons~ 

ble) remitiéndole la comunicación correspondiente, juntamente 

con las diligencias respectivas. 

En el segundo caso la consignación va acampanada 

con el pedimento de orden de aprehensión. 

De igual forma el mismo representante social puede 

decidir que la averiguación sea enviada a la reserva o al ar­

chivo; en el primer caso, la misma se sitúa a la mitad entre 

el ejercicio de la acción penal, y el no ejercicio de la mis~ 

ma; El artículo 30 inciso B fracción III de la Ley Orgánica -

de la Procuraduria General de Justicia del Distrito Federal, 

dispone en relación al ejercicio de la acci6n penal que el 

Ministerio Pdblico tiene como atribuci6n determinar los casos 

en que proceda el ejercicio de la no acción penal, porque no. 
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se satisfagan los requisitos del artículo 16 Constitucional y 

los previstos en las leyes de la materia, disponiendo de inm.!:_ 

diato el archivo de la averiguación. 

Es de advertir, que respecto a ambas resoluciones -

se propone que el ofendido tenga la opción de acudir ante el 

representante social a efecto de aportar los elementos que 

permitan continuar y en su caso integrar la averiguación pre­

via. 

B). BN BL PERIODO DB PRBPARACION DEL PROCESO. 

Según Manuel Rivera Silva este periodo abarca 

"Desde el auto de ·radicación, al auto de formal prisión 

con sujeci6n al proceso, o libertad por falta de méritos con 

las reservas de ley ••• " (44) 

La finalidad perseguida en este periodo es reunir -

los datos que servirán de base al proceso, es decir, para co~ 

probar la comisión del delito y la posible responsabilidad 

del delincuente, en virtud que sin la comprobación de la com! 

si6n de un delito seria inútil seguir un proce_so, y sin acreM 

(44). Rivera Silva Manuel. El procedimiento penal. Décima Edi 
ción. Edit. Porrúa, México 1980. PAgina SO. 
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ditar cuando menos datos de los que se pueda inferir la res-­

ponsabilidad seria inef ica: igl1almente la iniciaci6n del pro­

ceso correspondiente; por lo que para seguir el mismo, el le­

gislador exige bases para ello, y la finalidad del periodo o~ 

jeto de estudio en este apartado es contribuir a integrar esa 

base. El contenido del período está integrado por un conjunto 

de actividades legalmente reguladas y dirigidas por el órgano 

ju risdi ce ion a l. 

En este sentido para Colin Sánche: este período de­

be ser denominado como instrucción gramaticalmente entendida 

la misma como la impartici6n de conocimientos que se tenga a 

cerca del delito y que sean dirigidos al juet, con indepcndeE 

cia de que él mismo tome la iniciativa de investigar lo que 

en su opinión no es claro para producirle una satisfacci6n 

que lo lleve a la convicción'' (45). Mlis aún, el referido -

autor afirma que · "La instrucción se inicia cuando ejerci 00 

tada la acci6n penal, el juez ordena la radicaci6n del asun-­

to, principiando así el proceso y la trilogia de actos que lo 

caracterizan: Acusatorios, de defensa y decisorios". (46) 

Recapitulando, afirmamos que es posible determinar 

(45). CFR. Guillermo Colín SAnchez. Op. Cit. P!ig. 234. 
(46). lbidern. 
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que la primera etapa de la institución se inicia en el momen­

to en que se inicia la acción penal por el Ministerio Pfibli-­

co, se dicta el auto de radicación o de inicio, también llam~ 

do com6nmente ''cabeza de Proceso'', el cual contiene los si- -

guientes requisitos: 

A).- FECHA Y HORA DE RECEPCION DE LA CONSIGNACION. 

B;. - ORDE!'< PARA REGISTRARLA EN EL LIBRO DE GOBIER-­

NO; Y 

C).- AVISO AL MINISTERIO PUBLICO PARA QUE INTERVEN­

GA EN LO QUE A SU COMPETENCIA CORRESPONDA DE -

ACUERDO A LA LEY QUE LO RIGE. 

Los anteriores elementos deben constar en el auto -

que se comenta cuando hay detenido, pero si no lo hay, el -

juez hará constar exclusivamente los dos primeros datos, para 

estar en aptitud de librar la correspondiente orden de aprehe~ 

sión o de plano negarla. 

Cuando hay detenido debe ser resuelta su situación 

dentro del t~rmino de setenta y dos horas, si no hay detenido 

se procederA a girar orden de aprehensión o de presentación -

según sea el caso. 

Los efectos del auto de radicación son fijar la ju-
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risdicción del juez vincular a las partes a un órgano juris-­

diccional, sujetar a terceros a ese mismo órgano y abrir el -

periodo de preparación del proceso. 

De esta forma, a partir del auto de radicación la · 

victima o presunto ofendido se encuentra representado por el 

Ministerio Público, ya que una vez hecha la consignación de 

los hechos, Este carece de facultades de investigación, en 

virtud de que tales actos han concluido. 

Si la consignación fue con dete11ido, en este perio­

do debe llevarse a efecto la declaración preparatoria, dentro 

del término de cuarenta y ocho horas, la cual consiste en la 

manifestación del imputado sobre sus generales: en la misma 

declaración se le hará saber el motivo de su detenci6n, el 

nombre de la persona que lo acusa, y previamente a dicha de-­

claraci6n, se le nombrará defensor para no dejarlo en estado 

de indefensi6n. 

De lo anterior, podemos inferir que el delito oca-­

siona un dafto privado resentido por el particular ofendido, 

por lo que é~te puede exigir su reparación al delincuente o a 

una tercera persona obligada por la ley. Por lo tanto se pue­

de considerar al Ministerio Público como protagonista esen~ -

cial del proceso penal, ya que va a representar en el proceso 



77 

al ofendido o victima, pues ista Onicamente podri intervenir 

como coadyuvante del representante social. 

Después de la declaración preparatoria, el _iue: de­

be resolver dentro del tl.·rmino de las setenta y dos horas la 

situa~ión juridica del detenido, pudiendo dictar el auto de 

formal prisión de sujeción al proceso; esto es más conocido 

como libertad por falta de méritos con las rcsen«1s de ley. 

El auto de formal prisión es la resolución pronun-­

ciada por el jue: para resol\·cr la situación jurídica del pr.2_ 

c~sado dentro de las setenta y dos horas, por estar comproba­

do los elementos integrantes del delito que mere:ca pena cor­

poral y los datos suficientes para presumir la responsabili-­

dad, siempre y cuando no esté probada a favor del procesado -

una causa de j ustificaci6n. 

En tanto, el auto de formal prisión con sujeción 

proceso, fij.-i elementos del proceso (es se1'\alado el delito), 

justiiica la prisión pre,·enti\·.:1 ~- \"eriiica el cumplimiento de 

la obligación del órgano jurisdic..:ional de resol\·er la situa­

ción jurídi..:a del indiciado dentro dt:> las setentn y dos ho- -

ras. 

Cabe aclarar, que el auto de radicación al proceso, 
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es una resolución que se dicta cuando se estima que hay bases 

para iniciar un proceso )" por estar comprobado el cuerpo del 

delito r la presunta responsabilidad, la comparación existen­

te con el auto de formal prisión reside en qt1c el auto de su­

jecuión al proceso se dicta ct1ando ~l d~litn J~t~rminado no 

tiene seftalado una pena corporal o ;1lter11;1tiva y s11rte los 

mismos efectos que el al1to de formal prisi611, co:1 ~:;c~¡1ción ~1 

lo relath·o a la prisión prc\'Cllti\·a, i:-~to t.'.':', qui.~ cu 1..•l ítUto 

de sujeción a proceso el acusado o indiciado no va a estar 

privado de su libertad. 

En el auto de sujeción a proceso, se p11cdcn presen­

tar dos situaciones; a saber: 

PRIMERO.- Cuanao se ejercita la acción sin detenido 

y cuando el Ministerio PQblico ejercita la acción penal con -

persona detenida por considerar que el delito merece pena co~ 

peral. 

SEGUNDO.- Es procedente el auto de sujeción al pro­

ceso porque dentro de¡ término de las setenta y dos horas se 

ha acreditado que el delito no merece pena corporal, y la co!!. 

secuencia de dicho auto es que proceda la inmediata libertad 

del acusado con las reservas de ley. 
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C). EN EL PROCESO. 

En este orden de ideas, Manuel Rivera Silva afirma 

que: el proceso se puede dividir en las siguientes etapas: 

l,- LA INSTRUCCION.- Que comprende desde el auto de 

formal prisión o sujeción al proceso, al auto que declara ce­

rrada la instrucción. 

Z.- PERIODO PREPARATIVO DEL PROCESO.- Se ubica des-

de el auto que declara cerrada la instrucción al auto que ci­

ta para audiencia. 

3.- DISCUSION O AUDIENCIA.- Abarca del auto que ci-

ta para audiencia, a la audiencia de ley. 

4.- FALLO, JUICIO O SENTENCIA. Se sitúa desde que -

se declara visto el proceso, hasta la sentencia. (47) 

Por lo anterior podemos resumir que todo proceso 

fundamentalmente tiene tres funciones a saber: La acusación, 

la defensa y la decisión; las cuales tienen características -

propias como pueden ser, orales o escritas, Con publicidad p~ 

pular, con publicidad media y con publicidad secreta para las 

(47). CFR. Rivera Silva Manuel. Op. Cit. PAgina SO. 

ESTA 
SM.I 

M rrnE 
MJilí'fGA 
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partes. 

El proceso es oral cuando se desarrolla prepondera~ 

temente por medio de la palabra habladaj escrito cuando es la 

escritura la vía utilitada por las partes al intervenir en el 

público o popular, cuando pueden estar presentes en los actos 

que informan durante el proceso; privado cuando únicamente 

las partes pueden estar presentes en la diligencia; y secreto 

cuando además del juez y del secretario sólo se presenta la -

persona que deba desahogar la diligencia. 

Existen tres clases de enjuiciamientos a saber: 

A),- EL SISTEMA ACUSATORIO, 

B).- EL SISTEMA INQUISITIVO; Y 

C).- EL SISTEMA MIXTO. 

Por otra parte el sistema acusatorio tiene como ca­

ra~terísticas principales en que el acusador es distinto del 

juez y del defensor, quien resalta la funci6n acusatoria en -

una entidad diferente de las que realizan la íunci6n defensi­

va y decisoria; el acusador está representado por un órgano -

especial y es representado por el Ministerio Público, los ac­

tos de defensa pueden ser realizados por un defensor de ofi-­

cio o un particular; existe la libertad de defensa, y la deci 

si6n recae en los órganos jurisdiccionales como es el juez Y 
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magistrados, en este sistema el órgano del Estado es el titu­

lar de la acción penal por lo que si ésta no ha sido ejercit~ 

da, no es posible que exista el proceso. 

Por lo que se refiere al sistema inquisitivo, el 

acusador se identifica con el juez y la acusación es oficio-­

sa. En cuanto a la defensa ésta se entrega al juez y el acus~ 

do no puede ser patrocinado por un defensor y la defensa es -

limitada. 

Respecto a la acusación, defensa o decisión se con­

cretan ante el juez, quien tiene amplias facultades en lo que 

se refiere a los medios probatorios aceptables. 

En el sistema mixto, la acusación está reservada a 

un órgano del Estado, prevalecen las formas de expresión oral 

y escrita del sistema inquisitivo y el debate es público y 

oral como en el sistema acusatorio. 

Es de advertir que, el sistema utilizado en el pro­

cedimiento penal mexicano, según la Doctora Irma García de 

Cuevas ''Es el mixto que a pesar de tomar.aspectos de los 

otros dos sistemas, tienen aspectos que los l1acen autónomos e 

independientes. La instrucción tiene como objeto ilustrar al 

juez sobre determinadas situaciones, con el fin además de que 
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cada una de las partes lleve al juzgador las pruebas suficie!!. 

tes para sostener su posición, integrándose de esa manera di-

chas pruebas" (48) 

En tratándose de las pruebas, Vicente y Caravantes 

advierte que "La palabra prueba significa Honradamente, -

porque se piensa que toda persona al probar algo se conduce -

con honradez" (49) 

En opini6n del maestro Colín Sánchez . 0 Í>rueba es 

t•l medio factible de ser utilizado para el conocimiento de la 

verdad histórica y personalidad del delincuente para de esta 

manera estar en aptitud de definir la pretensión punitiva es-

ta tal". (SO) 

El objeto esencial de la prueba es la demostración 

del delito con sus circunstancias y modalidades, la personal_! 

dad del delincuente, el grado de responsabilidad y el dano 

producido. El órgano de la prueba es la persona que proporci2 

na el conocimiento por cualquier medio factible. 

( 48). 

( 49) • 
( 50). 

Continuando con Colín Sánchez dice que los sujetos 

Apuntes tomados de la Cátedra de Derecho Procesal Pe- -
nal. Escuela de Dérccho. Universidad Femenina de Méxi-­
co, 1986. Página 75, 
CFR. Citado por Francisco Sodi. Op. Cit. Página Z14. 
Colin Sánchez Guillermo. Op. Cit. Página 300. 
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intervinientes en la acción procesal como 6rganos de prueba -

se pueden considerar como posible autor del delito, al ofend! 

do, al legítimo representante, nl defensor y los testigos (51) 

por lo que definitivamente consideramos una importante contri 

buci6n al derecho procesal mexicano, el determinar el autor -

objeto del análisis como parte interviniente en la relación 

procesal al ofendido, quien según nuestra opinión personal es 

uno de los que mejor pueden aportar elementos al juez, a efef 

to de que los hechos que se investigan arrojen la sanción a -

que haya lugar, por lo que el jutgador no debe desaprovechar 

tal situación y analizar profundamente las pruebas aportadas, 

fundamentalmente por el ofendido. 

Una vez transcurrido el período de ofrecimiento y -

desahogo de pruebas, el juez declarará cerrada la instrucci6n 

y mandará poner a la vista el expediente del Ministerio Públ! 

co y de la defensa para que formulen sus conclusiones. Al re~ 

pecto estimamos que tambi~n el ofendido deberia tener facult! 

des para intervenir con sus observaciones en las conclusiones 

fundamentalmente cuando éstas por causas poco claras sean no 

acusatorias, a pesar de obrar en el expediente elementos suf! 

cientes para que las mismas fueran acusatorias. Después de 

que las partes ofrecen sus conclusiones, el jue~ fijará fecha 

(51). CFR. Ibídem. Página 300. 
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para emitir la resolución, el juez dictará la sentencia co- -

rrespondiente. 

Por lo que respecta a la mencionada sentencia emiti 

da por el juzgador penal sostenemos que si ésta resulta abso­

lutoria, el ofendido tiene la facultad de apelar a la misma -

de manera personal no s6lo por lo que se refiere al doña rec! 

bido y la reparación del mismo, sino porque consideramos que 

el ofendido debe ser parte en todo proceso penal. 



CAPITULO IV 

DELIMITACION JURIDICA DE LOS TERMINOS SUJETO PASIVO, 

OFENDIDO Y VICTIMA 

A). - AMALGAMA DE LOS CONCEPTOS SUJETO PASIVO, 

OFENDIDO Y VICTIMA. 

B).- CONJUGACION DE LAS NOCIONES SUJETO PASIVO 

Y VICTIMA, DESLIGADAS DEL CONCEPTO DE 

OFENDIDO. 

C).- OPINION PERSONAL. 



DELIMITACION JURIDICA DE LOS TERMINOS SUJETO PASIVO, 

OFENDIDO Y VICTIMA 

A), AMALGAMA DE LOS CONCEPTOS SUJETO PASIVO, OFENDIDO Y 

VICTIMA. 

85 

En primer término, tenemos que dejar claro que se -

considera como amalgama. ya que si bien es cierto que es u11a 

palabra con la cual no estamos generalmente relacionados tam­

bién lo es que en la práctica juridica se ut.ili:a por la may~ 

ria de los litigantes, tomándolo como una forma de conjuntar 

conceptos de tipo juridico, pero sin darle el sentido correc­

to, No obstante lo anterior, nosotros trataremos de dar un 

concepto en el presente capitulo. 

amalgama: 

Al respecto, el Diccionario Sopena establece como 

"Combinación del mercurio con los metales, o 

unión o mezcla de cosas diversas''· (52) 

Desde nuestro punto de vista respecto a amalgama di 
remos que se considera como la unión de conceptos a efecto de 

relacionar las cosas para pretender llegar a. la unidad, me- -

diante la interrelación y determinación de conclusiones. 

(52). Diccionario Iter Sopena. Edic. única, Edit. Ramón Sope­
na, S.A. Espafta 1980. Plgina Z7. 
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Una ve: analizada en forma somera la conceptualiza­

ción de amalgama, diremos que en el presente capitulo llevar.!:_ 

mas a efecto un estudio teórico práctico de los conceptos que 

habrán de manejarse en el desarrollo de este trabajo recepci~ 

nal, con el objeto de establecer una posición respecto a cada 

uno de ellos, delimitando su contenido y haciendo mis accesi­

ble su comprensión, de la institución del ofendido como parte 

dentro del Procedimiento Penal Mexicano. 

En tratándose del sujeto pasivo, el maestro Fernan-

do Castellanos Tena afirma "Es el titular del derecho vi~ 

lado y jurídicamente protegido por la norma". (53). De ahí 

que sujeto pasivo es la persona que resi~nte el dafto causado 

por la infracción penal. Generalmente hay mucha coincidencia 

entre el sujeto pasivo y el ofendido aunque en ocasiones se -

trata de personas diferentes; tal ocurre con el delito de ho­

micidio en donde el sujeto pasivo o víctima es el individuo a 

quien se ha privado de la vida, mientras los ofendidos son 

los familiares del occiso. 

Ciertamente, que de manera común dichos conceptos -

pueden estar conjugados en una sola persona, aunque desde el 

punto de vista procedimental, como ya dijimos, se puede obse!. 

(53). Castellanos Tenn Fernando. Op. Cit. P5gina 151. 



var de manera distinta. 
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Con el fin de establecer las similitudes y concor-­

dancias de estos conceptos procederemos a analizar el contex­

to de los delitos más conocidos en la vida social de nuestro 

medio. 

En primer término tenemos el delito de robo mismo -

que es definido por el articulo 367 del Código Penal vigente 

para el Distrito Federal como 11 El apoderamiento de una 

cosa ajena mueble, sin derecho y sin consentimiento de la peI 

sana que legalmente pueda disponer de ella ..• ". De ésta guiza 

podemos inferir que, en este delito el sujeto pasivo, ofendi­

do y víctima se conjugan en una sola persona que sufre el me­

noscabo en su patrimonio por la actividad del delincuente to­

da vez que en él la posesión es el bien jurídicamente proteg! 

do y quienes intervienen son el delincuente (sujeto activo) y 

mismo quien se apodera de la cosa mueble, y quien resiente el 

da~o causado es el sujeto pasivo y ofendido. 

En cuanto al Abuso de Confianza es definido por el 

articulo 382 del Código Penal vigente para el Distrito Fede--
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ral "Al que con perjuicio de alguien disponga para sí o -

para otro, de cualquier cosa mueble ajena, de la que se le h~ 

ya trasmitido la tenencia v no el dominio". En este delito 

el sujeto pasi~o, victima u ofendido resulta ser aquellas pe! 

sanas que entregaron en custodia un bien mueble a otro porque 

le inspiró confian:a y que no es apreciada plenamente por el 

sujeto activo, disponiendo de la cosa ajena mueble. 

Oc conformidad con el articulo 386 del Código Penal 

vigente comete el delito de fraude "El que engañando a 

otro o aprovcch5ndose del error en ~1uc 6ste se liaya, se hace 

ilicitamente de alguna cosa o alcan:a un lucro indebido". 

Los elementos de este delito son el engaño o el aprovechamieE 

to del error para obtener una prestación que a todas luces es 

ili~ita; aqui el sujeto pasivo, ofendido o victima son aque-­

llos que fueron enganados por el sujeto activo, el cual obtie 

ne un beneficio econ6mico indebido y que han sufrido un menos 

cabo patrimonial. 

En cuanto al delito de despojo de cosas inmuebles o 

de aguas ~onsistentc en la ocupación de un inmueble, su uso o 

el uso de un derecho real, por medio de la violencia, la fur­

tividad que hace a escondidas, con hurto r engafio mediante la 

ocupación por los medios de engafto o violencia un inmueble 

ajeno o un derecho real que no pertene:ca al a~tivo o ejercer 
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en un inmueble propio, actos de dominio que lesionen derechos 

legitimas del ocupante; aqui el sujeto pasivo, ofendido o vis 

timas es el poseedor del bien inmueble, el cual es privado 

del uso de un derecho real que no pertenezca al sujeto acti-­

va, ya que lo que se protege es la posesión del inmueble. 

Por otra parte, en el delito de daño en propiedad 

ajena o propia en perjuicio de tercero. En este delito el -

bien jurídico protegido es el patrimonio, ya que el nócleo 

del tipo es destruir o deteriorar por cualquier medio cosa 

ajena o propia con perjuicio de un tercero el daño puede ser 

deterioro o menoscabo del bien, de manera que no lo utilice -

completamente, o bien puede tratarse de destrucción total de 

la cosa, de tal forma que queda inservible para el fin que e~ 

taba destinada. El sujeto pasivo, ofendido o víctima es aquél 

que resulta afectado por la conducta del sujeto activo que 

provoca el hecho que la cosa no pueda de ninguna forma ser 

utilizada. 

En estos delitos, el bien jurídicamente tutelado es 

la propiedad y la posesión; derechos reales que son protcgi·­

dos por la ley. 

En otro orden de ideas, con relnci6n al delito de -

Bigamia consistente en que una persona contraiga matrimonio -
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con otra, con todos los elementos de forma, encontrándose su~ 

sis tente un anterior matrimonio ci\·il no disuelto, ni declar~ 

do nulo; refiriéndose al matrimonio civil y la subsistencia -

de un matrimonio civil anterior; aqui el bien jurídico prote­

gido es la institución familiar del matrimonio, por lo que p~ 

demos observar que el sujeto pasivo ofendido o victima es -

aqu~l que está casado con el sujeto activo, el cual reali:a -

un segundo matrimonio, y si la persona con quien se realiza 

este segundo matrimonio se entera de la anterior unión y aún 

así se casa con el pr~sunto responsable, serd tambi~n sujeto 

activo del delito, por lo que como lo mencionAbamos con ante­

rioridad el bien jurídico tutelado es la institución familiar 

del matrimonio, el cual es concebido como la base de la soci~ 

dad en diferentes o diversas culturas del mundo. 

En los delitos contra la paz y la seguridad de las 

personas es posible destacar los siguientes aspectos: 

En el delito de amena~as es el anuncio intimidato-­

rio de Ja reali:ación de un hecho que afecte a quien recibe 

el aviso en su persona, bienes, honor, o derechos o a otra 

persona con quien aquél mantenga ciertos vinculas. La intimi­

daci6n puede ser directa o indirecta, esto es, ya sea perso-­

nalmente o por conducto de terceros, siempre y cuando se cau­

se un temor racional. 
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El mal que se anuncia debe ser determinado y de fa~ 

tibie reali:ación por parte de quien formule la amena:a ~· ~l 

temor debe ser fundado, racional, concreto y basarse en el el~ 

mento objetivo y subjetivo que racionalmente haga pensar en 

la posibilidad en que se realice la amenaza. En este delito 

el bien jurídico protegido es lapa:, junto con la tranquili· 

dad de las personas, aqui el sujeto activo es quien proficr~ 

la amenaza y los sujetos pasivos, ofendidos o víctimas son 

quienes reciben las mismas. 

El allanamiento de morada, consiste en introducirse 

a un lugar destinado a habitación, al cual no se tenga libre 

acceso, por lo que es necesario que dicho lugar se encuentre 

habitado y que sus moradores estén en el sitio mismo al mome~ 

to de suceder el hecho delictivo; asimismo puede realizarse 

por medio de engaño, furtivamente o con violencia. Para que 

se integre este delito es necesario que la introducción se 

efectúe sin motivo alguno justificado, ya que el bien juridi­

co protegido es la inviolabilidad, seguridad y respeto del 1~ 

gar donde se realiza doméstica o familiar. Aquí el sujeto pa­

sivo, ofendido o víctima viene siendo quien habita el sitio 

donde el sujeto activo o presunto responsable se introduce. 

El delito de asalto se define como el que en despo­

blado o paraje solitario haga uso de la violencia sobre una -
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persona con el propósito de causar un mal, obtener un fuero o 

de exigir su asentamiento para cualquier fin, cualquiera que 

sean los medios y el grado de violencia que se emplee, e ind~ 

pendientemente de cualquier hecho delictuoso que resulte com~ 

tido; aqui el bien jurídico protegido es la seguridad, lapa~ 

y la libertad de los individuos. 

El delito de lesiones, en cambio, significa causar 

a otro un daño que produzca huella corporal transitoria o peE 

manente en su anatomía o una alteración funcional en la sa- -

lud, esto es, que se dane al sujeto anatómica o funcionalmen­

te, es decir, toda alteración que se produzca en la salud. 

Los elementos estructurales de este delito es precisamente 

cualquier seña que deje huella material en el cuerpo humano, 

si esos efectos son producidos por causas externas, en es~e -

caso el bien juridico protegido es la integridad anatómica 

y/o funcional del sujeto pasivo, ofendido o víctima, son qui~ 

nes se ven afectados en su integridad fisica, o en sus funci2 

nes psíquicas por el presunto delincuente o sujeto activo. 

No obstante lo anterior, el delito típico donde se 

conjugan el sujeto pasivo, ofendido o victima es el homici- -

dio. En ~l se establece que el homicida es el que priva de la 

vida a otro, sin importar la edad, raza, sexo, condiciones 

económicas, etcétera. 
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Desde luego aquí el ofendido u ofendidos pueden ser 

el cónyuge, la madre, los hermanos o familiares en general, 

ademfts de la sociedad quien se ve afectada por este tipo de 

ilícitos. 

En el parricidio (muerte causada, al padre, a la m~ 

dre o a cualquier ascendiente consanguíneo y en linea legiti­

ma natural con conocimiento del parentesco] aq11i el ofendido 

o la victima son quienes tienen un lazo afectivo con el suje­

to pasivo, pudiendo también considerarse como ofendida a la -

sociedad, en virtud de que dicho delito atenta contra la es-­

tructura del núcleo familiar. 

En el delito de Infanticidio {muerte de un recién -

nacido dentro de las setenta y dos horas por cualquiera de 

sus parientes consanguineos en línea recta ascendente). El s~ 

jeto pasivo y víctima es el nino y el ofendido es cualquier -

persona que se entera de la muerte sufrida por aquél en manos 

de un ascendente consanguíneo, en virtud de que supuestamente 

dichos familiares son quienes deben proteger al recién nací-­

do, por lo que la sociedad en general es quien resulta ofendi 

da reprobando el acto de forma rotunda. 

En cuanto al delito de aborto (destruir una vida i~ 

trauterina no autónoma, una vida en gestación, un germen hum~ 
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no, es la muerte del producto en el periodo de su desarrollo 

intrauterino)¡ los elementos de este delito son la muerte del 

producto de la concepción en cualquier momento de la preñez, 

aqui el bien jurídicamente protegido es precisamente la vida 

intrauterina, siendo el sujeto activo quien lleva a cabo la -

muerte del producto del cmhara:o, pudiendo ser el médico, co­

madrona r en algunos casos inclusive la propia madre quien se 

automcdica para provocar el aborto y el sujeto pasivo y vict! 

ma viene a ser el producto humano privado de la vida, y el 

ofendido seria la mujer y los familiares de ésta y quien esté 

en aptitud de formular la denuncia correspondiente, además 

creemos que bien podría ser considerado como víctima la mujer 

que con enganos se le induce o se le proporciona todo lo nec~ 

sario a efecto de producir el aborto y que de manera extensi­

va afecta al núcleo familiar quien viene a ser el ofendido 

por la comisión continua del aborto. 

El delito de abandono de personas caracterizado por 

ser un peligro para la vida o la integridad corporal. sin que 

sea menester que se llegue a reali:ar este dano, es un verda­

dero delito de peligro y el riesgo proviene del desamparo en 

que se queda el sujeto cuando por razones de edad, situación 

familiar o estado de salud requiere compañia y asistencia. 

~iendo privado de ~stos por quien tiene obligación directa de 

prestárselas; la sola posibilidad de consecuencias lesivas es 
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lo que se sanciona en este tipo de delitos por lo que es fac­

tible establecer que se trata de un delito de peligro pr1.•::.un· 

to y no de daño efectivo. El sujeto pasivo y víctima viene - -

siendo el niño abandonado o enfermo y el ofendido un familiar 

cercano de dicha persona, toda ve: que resulta agredido con -

el abandono de aquéllos. 

De igual forma podemos señalar en el delito de abarr 

dono de hijos o de cónyuge consistente en el incumplimiento -

de los deberes de asistir al cónyuge proporcionándole los re­

cursos necesarios para su manutención. En este delito los su­

jetos pasivos y víctimas son el cónyuge y sus hijos, en tanto 

el ofendido definitivamente es el ndcleo social, quien se ve 

atacado desde toda su estructura básica fundamental que es la 

familia. 

En cuanto a los delitos contra la moral y las bue-­

nas costumbres podemos observar la conjugación de las nocio-­

nes de sujeto pasivo y víctima desligadas del concepto de - -

ofendido. Por ejemplo en la corrupción de menores, entendida 

ésta como el envilecimiento, la depravación y perverción que 

se realiza en la persona de un sujeto menor de dieciocho 

anos. Las forrnas en que se realizan las conductas corruptoras 

tienen un contenido de orden sexual, en otro supuesto la con­

ducta implica a su vez conductas antisociales de contenido 
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diverso. 

Por depravaci6n entendemos que es degenerar o crear 

costumbres que pudieran considerarse contrarias a la moral, -

desviadas de lo que ~ticamente pudiera ser adecuado. Por otra 

parte la prostitución es entendida como la actividad sexual -

remunerada, este delito comprende todas las actividades gcne­

ralme11te comercializadas, orientadas principalmente al fomen­

to de la práctica sexual o carnal. 

Aqui el sujeto pasivo o victima viene siendo la peE 

sana que es entregada para ejercer la prostitución en tanto -

el ofendido lo es el núcleo familiar o persona que se Rercata 

de dicho ilicito. En el Lenocinio es la obtención de benefi-­

cios económicos de la prostitución ajena. 

El sujeto pasivo y victima lo es la persona (hombre 

o mujer) el ofendido la sociedad, quien ve trastocado sus va­

lores como el respeto a la moral pública y que concretamente 

se encuentra regulado por un reglamento de orden gubernativo, 

del que se encargan para su aplicación a los Jueces Califica­

dores d~ las distintas delegaciones en el Distrito Federal. 

Precisamente en los delitos sexuales, como el estu­

pro, equiparado en algunos casos a la violación, el rapto y -
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el adulterio, donde se observa la conjugación de sujeto pasi­

vo y victima, independientemente del concepto de ofc11dido. 

En otro orden de ideas, por estupro se c11ticnde al 

que tenga cópula con mujer menor de dieciocho afias, casta y -

honesta, obteniendo su co11se11timicnto par medio de la seduc-­

ción o el engano. Aqui el bien jurI<licamcntc t11telndo es la -

seguridad sexual, siendo sujeto pasi\'o y \"Íctima a la ve.::, la 

mujer, en tanto que el ofendido lo es el padre o representan­

te legal de la menor, quien se ve atacada sexualmente y se 

puede considerar también como ofendido la sociedad en gene- -

ral. 

En el delito de rapto se entiende como la segrega-­

ción, substracción o retención de una persona po~ medios vio­

lentos o engañosos, con propósitos eróticos o matrimoniales y 

abundando sobre el mismo creemos que consiste en apartar a la 

persona de su contorno habitual cotidiano impidiéndole su re­

greso a su ambiente de vida diaria. 

Este delito contiene los elementos de violencia fi­

sica y moral, y el engaño para satisfacer un deseo erótico 

sexual o para casarse. El sujeto pasivo y victima es quien r~ 

sulta apoderado por aquel sujeto que pretende satisfacerse 

sexualmente y el ofendido viene siendo los padres de la mujer 
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y por extensión la sociedad en general. 

En el adulterio (relación sexual con personas o en­

tre personas ligadas a otras por vinculas matrimoniales) el -

sujeto pasivo r victima viene siEndolo el cónyuge engaftado r 
el ofendido la familia y como consecuencia la sociedad. 

Veamos ahora a los delitos considerados dentro de -

la privación ilegal de la libertad, como pueden ser el plagio 

y el secuestro, robo de infantes y tráfico de menores~ 

En el delito de plagio o secuestro significa apode­

rarse de una persona para obtener rescate a cambio de su li-­

bertad, es ademAs la detención ilegal de una persona para exi 
gir su rescate, entendiéndose como tal, dinero y otros bienes 

que se entregan para que una persona recobre su libertad de -

la cual ha sido indebidamente privada. 

En este caso los bienes jurídicamente tuteladas son 

la libertad personal y la seguridad, tanto individual como p~ 

trimonial, el sujeto pasivo y victima es la persona privada -

de la libertad y el ofendido sus familiares y la misma socie­

dad que a causa de la proliferación de este tipo de delitos -

vive con inseguridad. 

En el robo de infante, se traduce en el apoderamie~ 
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to de un menor de doce anos por algón cxtrano a la familia r 

no ejer=a la tutela sobre el menor. 

En este caso podemos deducir que el ofendido lo se­

rian los padres y los familiares del menor como tambi~n la 

misma sociedad. 

En el tráfico de menores lógica consecuencia del 

tráfico de menores el ofendido es la familia y por extensión 

la sociedad entera. 

C). OPINION PERSONAL. 

El análisis que llevamos a cabo en los apartados 

precedentes no aspira a ser exhaustivo por lo que hace a los 

delitos sancionados por el Código Penal vigente para el Dis-­

trito Federal, lo que se efectuó fue una critica de los nume­

rales que permitieran las reflexiones a que hacemos a1usi6n -

en dichos apartados. 

De lo anterior diremos que estamos de acuerdo con · 

la denominación hecha por el Código Penal y por el propio Có­

digo de Procedimientos Penales, es decir, que en. todos los C_! 

sos debería ser correcta la utilización de los términos, ofe,!! 

dido y sujeto pasivo y víctima. 
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Lo pretendido en el apartado inmediato anterior fue 

determinar que el ofendido puede ser tnmbi6n co11sid~r~1Jo co1ílu 

aquel sujeto que debe formular la denuncia o 4urrl'll;i l.:"orres­

pondiente respecto a la comisión de cualquier delito, t:'l\t('11di 

do esto como una situación estrictamente procedimental sobre 

todo en delitos cometidos en menores de edad, quienes puedc11 

formular la querella y además ser ratificada por quien cjer:a 

la patria potestad. Es decir, podemos establecer que el térmi 

no procedimental correcto es el de ofendido, en nlgunos ca- -

sos, como en los que es la sociedad la que resiente los efec­

tos de un delito, misma que debemos tomar mtiy en cuenta, ya -

que formamos parte de ella y de ninguna manera debemos des- -

truirla o vulnerar sus valores sociales establecidos. 

Por lo anterior, podemos concluir~ que desde el pu!! 

to de vista formalmente jurídico es la victima quien directa­

mente recibe los efectos del delito, asi como todas sus cons~ 

cuencias de indolu social• económica, política, etcétera. En 

cambio desde el aspecto moral quien· se ve afectado por la co­

misión del delito, es el ofendido quien en muchos caso~ y en 

sentido estricto es un familiar o persona conocida de la vic­

tima ,y cuando los delitos proliferan la victima es la sacie-­

dad quien resiente en forma real dicha situación, cuya prote~ 

ció11 se establece mediante el orden juridico previamente est~ 

blecido. 
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PRI~ERA.- Para efectos_ de la presente investiga­

ción, y en un andlisis de los conceptos vertidos por los tra­

tadistas, podemos concluir que victima es aquel individuo que 

resiste directa o indirectamente los efectos de un delito. C~ 

be advertir, que existen indi\'iduos que por malformaciones fi 
sicas o por enfermedades se predisponen para considerarse co­

mo victimas de determinados delitos, o en su defecto permiten 

que la sociedad los señale por sus defectos físicos o por en­

fermedades como sujetos que pueden ser victimas de un delito, 

es decir, quienes resienten directa o indirectamente los efe~ 

tos del mismo. 

De lo anterior, podemos concebir como sujeto pasivo 

al titular del bien jurídicamente protegido por el tipo pe- -

nal; y quien resiente la acción del Agente mediante la afect~ 

ción o violación de sus derechos, es decir, el sujeto pasivo 

es el sujeto de la protección legal y que resiente el efecto 

del quehacer del sujeto activo, violAndole éste a aquél uno -

de sus derechos reconocidos previamente por el Estado. 

En tanto, ofendido es la persona que padece un daño 

directamente por culpa ajena o en forma fortuita o por fuerza 

mayor, o que se expone o se ofrece. a un grave riesgo inminen­

te en obsequio de otro sin que pueda evitarlo por ninguno de 

los medios posibles y que resulte lesionado en su patrimonio, 
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o bien, una lesión de car6cter moral o subjetiva en su perso­

na o en su familia. 

SEGU~DA.- Es necesario aclarar que, el derecho del 

ofendido a la reparación del daño, sólo puede ejercitarlo a -

través del Ministerio Público, pues como el ofendido no tiene 

legitimada su personalidad como parte en el proceso penal, e~ 

ta es la ra:ón por la que consideramos que el ofendido se en­

cucnt ra injustamente relegado por el legislador mexicano. Sin 

embargo, coincidimos que el ofendido tiene el derecho de ape­

lnr contra una sentencia exclusivamente por lo que se refiere 

a la reparación del daño, mas no por lo que respecta al deli­

to y su probable respondabilidad, en tanto que si el Ministe­

rio Público no apela, el Tribunal Superior de Justicia del 

Distrito Federal no está facultado para emitir resolución al­

guna en relación con la reparación del daño. 

En este sentido, podemos sostener entonces que el -

ofendido depende del ejercicio de la actividad procesal del 

Ministerio P6blico, toda ve: que el mismo no puede ser consi­

derado titular independiente del derecho a la reparación del 

daño, pues su titular es el representante so~ial quien lo cxi 

ge. en nombre de la sociedad. 

TERCERA.- En síntesis, el Código de Procedimientos 
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Penales vigente para el Distrito Federal: regula la situación 

legal del ofendido, con base en los siguientes lineamientos: 

1.- El ofendido no es parte del proceso penal. 

z.- Tiene personalidad procesal sólo para reclamar la respon­

sabilidad civil exigible a terceras personas y pedir el -

aseguramiento precautorio de bienes qtte garanticen su de­

recho a la reparación del dano. 

3.- Sólo pueden apelar de la sentencia en lo que a la repara­

ción del dano se refiere. 

4.- Puede alegar en las audiencias. 

S.- El ofendido debe ser sujeto de un estudio psicosomático y 

social para efectos de la individualización de la pena. 

CUARTA.- Con base .en lo anterior, y toda vez que el 

ofendido encuentra serios obstáculos para obtener la repara-­

ci6n del dafto derivado de la situaci6n legal del ofendido en 

el procedimiento penal mexicano; ya que no es parte y sus fa­

cultades estdn limitadas y por ende el Ministerio Público es 

el representante social; es urgente modificar el tratamiento 

de los ofendidos y ampliar sus facultades qu~ le permitan - -

aportar pruebas, esclarecer la verdad histórica de los hechos, 

y finalmente obtener el resarcimiento del dafto causado por el 

sujeto activo del delito. 
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QUINTA.- Debido a la importancia que representa pa­

ra el ofendido la reparación del daño y toda vez que en oca-­

sienes por diversos factores no se logra resarcir el daño ca~ 

sado, ya que en la práctica el ofendido tiene que esperar un 

tiempo bastante prolongado para que se le repare el dafto me-­

diante una sentencia condenatoria, o bien, ante la tramita­

ción del incidente de reparación del daño; consideramos que -

la situación reparatoria del daño del ofendido, se debe prot~ 

ger desde el momento en que se dicte el auto de formal pri- -

sión mediante el embargo de bienes precautorios, ya que aun-­

que la ley preve que el Ministerio Público puede solicitar el 

mismo, por lo regular esto en la práctica no se lleva a cabo, 

quedando el ofendido en total desamparo, por lo que como lo -

mencionamos con anterioridad, el juez de oficio debe ordenar 

se embarguen los bienes suficientes al presunto responsable, 

que en ocasiones por lo tardado del procedimiento se presta -

para manejar la situaci6n declarándose insolvente el indicia­

do, quedando desde luego los ofendidos sin obtener la corres­

pondiente reparación del dano. 

SEXTA.~ En resumen, podemos destacar que en tratán­

dose del periodo de preparación de la Acción Penal, el objet! 

vo de este período es reunir datos o elementos necesarios pa­

ra que el Ministerio Pfiblico pueda ejercitar el derecho que -

le corresponde y que es precisamente la consignaci·6n del cul-
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pable ante el órgano jurisdiccional, para que éste cumpla con 

su función, )' en este caso, el ofendido únicamente formula la 

denuncia o querella y aporta todos los elementos tendientes a 

acreditar el cuerpo del delito y la presunta responsabilidad 

del sujeto activo; es de subrayar que una ve: que toma canee! 

miento del delito el agente del Ministerio Público se encarga 

de preparar el ejercicio de la acción penal, y se restringe 

la actividad del ofendido en esta etapa procedimental. 

SEPTIMA.- De lo anterior, podemos inferir que el -

delito ocasiona un dano privado resentido por el particular -

ofendido, por lo que éste puede exigir su reparación al deli~ 

cuente o a una tercera persona obligada por la ley. Por lo 

tanto se puede considerar al Ministerio Público como protago­

nista esencial del proceso penal. ya que va a representar en 

el proceso en el ofendido o victima, pues ésta únicamente po­

drA intervenir como coadyuvante del representante social. 

OCTAVA.- De lo anterior diremos que estamos de -

acuerdo con la denominación hecha por el Código Penal y por -

el propio Código de Procedimientos Penales, es decir, que en 

todos los casos deberla ser correcta la utili~ación de los 

términos. ofendido, sujeto pasivo y victima. 

Por lo que podemos concluir, que desde el punto de 
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vista formalmente jurídico es la víctima quien directamente -

recibe los efectos del delito, así como todas sus consecuen-­

cias de índole social, económica, política, etcétera. En cam­

bio, desde el aspecto moral, el ofendido quien en muchos ca-­

sos y en sentido estricto es un familiar o persona conocida -

de la victima y cuando los delitos proliferan la víctima es -

la sociedad quien resiente en forma real dicha situación, cu­

ya protección se establece mediante el orden jurídico previa­

mente establee ido. 
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